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CENTRO INTERNACIONAL DE RESOLUCIÓN DE DISPUTAS 
Tribunal Internacional de Arbitraje 

 
 

CASO NÚMERO 01-21-0000-4309 
 
 

_____________________________________________________________ 
 

TERCER LAUDO FINAL PARCIAL (SOBRE LA SOLICITUD DE LOS DEMANDANTES PARA 
LAS MEDIDAS CAUTELARES EN RELACIÓN A LOS ARBITRAJES EXTRANJEROS) 

 
 
 

ARBITRAJE CONFORME A 
LAS NORMAS DE ARBITRAJE COMERCIAL DE 
LA ASOCIACIÓN AMERICANA DE ARBITRAJE 

 
ENTRE: 

 
TELECOM BUSINESS SOLUTION, LLC, en nombre propio y, de forma derivativa, en 
nombre de CONTINENTAL TOWERS LATAM HOLDINGS LIMITED Y LATAM TOWERS, LLC, 
en nombre propio y, de forma derivativa, en nombre de CONTINENTAL TOWERS 
LATAM HOLDINGS LIMITED. 
 

Demandantes, 
 

vs. 
 

TERRA TOWERS CORP., TBS MANAGEMENT, S.A., DT HOLDINGS INC., JORGE 
HERNÁNDEZ y ALBERT ARZÚ, 

 
Demandados, 

 
y 
 

CONTINENTAL TOWERS LATAM HOLDINGS LIMITED, 
 

Demandado Nominal, 
 
 

_________________________________________________________ 
 
TERRA TOWERS CORP., TBS MANAGEMENT, S.A., DT HOLDINGS INC., de forma 
derivativa y en nombre de CONTINENTAL TOWERS LATAM HOLDINGS LIMITED 
 

Contrademandantes, 
  vs. 
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TELECOM BUSINESS SOLUTION, LLC, LATAM TOWERS, LLC, F. HOWARD MANDEL, JOHN 
RANIERI, RYAN LEPENE y AMLQ HOLDINGS (CAY) LTD., 
 

Contrademandados, 
 

  -y- 
 
CONTINENTAL TOWERS LATAM HOLDINGS LIMITED, 
 

Demandada Nominal. 
 
_________________________________________________________ 
 
AMLQ HOLDINGS (CAY) LTD., 
 

Contrademandante, 
 
  vs. 
 
TERRA TOWERS CORP. y TBS MANAGEMENT, S.A. 
 

Contrademandadas. 
 
_________________________________________________________ 
 

A. Introducción 
 
1. Las demandantes Telecom Business Solution, LLC y Latam Towers, LLC 

(“Peppertree”)1, junto con AMLQ Holdings (Cay) Ltd.2, inicialmente 

denominada como “Notificante” y posteriormente nombrada como 

Contrademandada (en adelante, como referencia, colectivamente 

“Demandadas” o “PPT/AMLQ”) han solicitado al Tribunal una “orden de 

no demandar” y/u otras medidas cautelares conforme a las Normas R-37 

y R-47(a) del Reglamento de Arbitraje Comercial de la Asociación 

Americana de Arbitraje, versión 2013, aplicables para este caso. 

 

2. Esta solicitud (la “Solicitud”) sigue a una notificación al Tribunal hecha por 

el abogado a la parte nominal Continental Towers LATAM Holdings 

 
1 Las Demandantes denominadas como “Peppertree” son controladas por una sociedad 
de capital privado, Peppertree Capital Management, Inc. 
2 AMLQ es una afiliada de Goldman Sachs & Co., LLC. 
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Limited (la “Sociedad”) inicialmente el 3 de enero, 2023 y, con mayor 

detalle, el 6 de enero, 2023, que se había presentado un caso de arbitraje 

en Perú en el Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio de Lima en 

contra de la Sociedad y Peppertree por las subsidiarias de propiedad 

absoluta indirecta ubicadas en Perú, constituidas en Perú y los Directores 

de dichas subsidiarias como Codemandantes, quienes, presuntamente, 

presentaron las mismas demandas y daños que ya habían sido solicitados 

por los Demandados en este arbitraje en las contrademandas 

presentadas en 2021. Dichas contrademandas fueron directamente 

impactadas por nuestro Laudo Final Parcial No. 2 (“2º PFA”), emitido el 12 

de agosto, 2022, en el que se determinó que, como sanción bajo el 

Reglamento Comercial de la AAA, R-58, podríamos suspender el proceso 

de las contrademandas por cumplimiento pendiente con algunas de 

nuestras órdenes previas por parte de los Demandados3. Dos de los 

Demandados4, Terra Towers Corp. y TBS Management, S.A. (“Terra”), 

cada una 100% controlada por y propiedad del Demandado Jorge 

Hernández, en conjunto conforman la mayoría de Accionistas de la 

Sociedad, mientras que PPT/AMLQ conforman la minoría de los 

Accionistas. 

 

3. La Sociedad desarrolla, posee y opera torres de telecomunicación 

inalámbrica (“Torres”) en ocho países de Centroamérica y 

Latinoamérica, incluyendo Perú y Guatemala. PPT/AMLQ tienen 

participación en la alta gerencia de la Sociedad. “En el campo” en cada 

país, en el territorio de la Sociedad, las operaciones se llevan a cabo en 

 
3 Esta suspensión fue implementada como una orden procesal contemporánea. 
4 Los Demandados nombrados en la Demanda de Arbitraje también incluyen a DT Holdings 
Inc. (“DTH”, otra entidad 100% controlada por Jorge Hernández y Alberto Arzú. El señor Arzú 
fue reemplazado posteriormente por Alejandro Sagastume como miembro nombrado de 
la Junta Directiva de Terra. En todos los momentos relevantes hasta el 10 de febrero, 2023, 
el señor Hernández y el señor Sagastume eran miembros nombrados de la Junta Directiva 
de Terra. El 10 de febrero, 2023, los Demandados notificaron al Tribunal que Terra reemplazó 
al señor Hernández como miembro de la Junta Directiva por William Méndez Araujo, 
conocido en el Tribunal por procesos anteriores como abogado de Terra. Este cambio en 
la constitución de la Junta Directiva se discutirá más adelante en este Laudo. 
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nombre de subsidiarias de propiedad absoluta indirecta de la Sociedad, 

de las cuales cada una tiene uno o más Directores. Pero esta estructura 

corporativa es puramente nominal porque, basado en varios contratos 

y, en la realidad, las operaciones son manejadas por la Demandada DT 

Holdings (“DTH”) – 100% propiedad de Jorge Hernández – a través de sus 

afiliadas constituidas en y bajo las leyes de cada país en que la Sociedad 

opera, y los empleados y contratistas correspondientes de cada afiliada. 

Esto está basado en el acuerdo contractual entre PPT/AMLQ y Terra que 

permite que los Accionistas paguen a DTH para que provea el personal 

e infraestructura a las subsidiarias de la Sociedad. 

 

4. Sin embargo, DTH no desarrolla ni opera Torres exclusivamente para la 

Sociedad. Especialmente, donde la Sociedad elige no participar en el 

proyecto de desarrollo de una Torre propuesta por DTH – es decir, cuando 

la Junta Directiva de la Sociedad se encuentra en un punto muerto 

porque los Directores nombrados de Peppertree se oponen al proyecto 

– DTH puede desarrollar las Torres para sí misma o en sintonía con otros. 

Los Directores de las Subsidiarias de la Sociedad tienen múltiples roles en 

DTH, trabajando en el desarrollo y operaciones de Torres, tanto para los 

proyectos de Torres adoptados por la Sociedad como para los proyectos 

de Torres ajenos a la Sociedad. Por consiguiente, por razones prácticas y 

en las operaciones del día a día, los Directores de las Subsidiarias de la 

Sociedad en todo el territorio, incluyendo Perú y Guatemala, trabajan 

para el señor Hernández. 

 

5. Estos acuerdos de operación, que fundamentan los alegatos hechos por 

PPT-AMLQ que el arbitraje de Perú y otros arbitrajes similares solicitados el 

13 de enero, 2023 en el Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio 

de Guatemala – por las subsidiarias operativas indirectas constituidas en 

Guatemala y sus Directores – son un producto de colusión entre el señor 

Hernández (en su nombre y los otros Demandados) y los Directores de las 
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Subsidiarias de la Sociedad como sus agentes y de los de los otros 

Demandados. 

 

6. Después que les otorgamos a PPT/AMLQ autorización para presentar una 

solicitud de medida cautelar, incluyendo una orden de no demandar en 

contra del arbitraje de Perú el 4 de enero, 2023, los Demandantes 

informaron que, aparentemente, se había llegado a un acuerdo entre 

las Partes para dar por terminado el arbitraje de Perú. Los Demandantes 

solicitaron que la fecha límite para presentar su solicitud sea suspendida. 

Esta solicitud fue aceptada el 12 de enero, 2023. Pero el 20 de enero, 

PPT/AMLQ informó al Tribunal que no se llegó a ningún acuerdo para dar 

por terminado el arbitraje de Perú, que, mientras tanto, el arbitraje de 

Guatemala había iniciado y que querían proceder inmediatamente con 

su Solicitud. Hacemos referencia a los arbitrajes de Perú y Guatemala en 

conjunto como los “Arbitrajes Extranjeros”, a las Subsidiarias de la 

Sociedad que son Demandantes en dichos arbitrajes, como 

Demandantes Corporativas en los Arbitrajes Extranjeros (“FACCs”) y, a los 

Directores de las Subsidiarias de la Sociedad, que son Demandantes en 

los Arbitrajes Extranjeros, como los “Directores Demandantes”. 

 

7. Terra y los otros Demandados afirman, en oposición a la Solicitud, que 

apoyan y promueven la postura de la Sociedad y de PPT/AMLQ en los 

Arbitrajes Extranjeros que la jurisdicción arbitral exclusiva sobre la materia 

de los Arbitrajes Extranjeros y sobre PPT/AMLQ, recae sobre este Tribunal. 

Enfatizaron que uno de los dos Directores nombrados de la Junta 

Directiva de Terra, el señor Hernández, respondió a la presentación del 

Arbitraje de Perú enviando a los Directores de Peppertree una propuesta 

de resolución de Directores, ya firmada por él, que improbaría el Arbitraje 

de Perú y solicitaría a los FACCs de Perú y los Directores Demandantes de 

Perú que abandonaran dicha acción (Ex. R-7). En base a esta evidencia,  

los Demandados afirmaron que encargarse de los Arbitrajes Extranjeros 
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debería ser un asunto de la Junta Directiva y no un motivo para la 

intervención del Tribunal. 

 

8. Basados en las presentaciones que hemos invitado y recibido desde 

entonces, y la audiencia de alegato oral que llevamos a cabo el 2 de 

febrero, 2023, y el cambio de representación de la Junta Directiva de 

Terra notificada al Tribunal el 10 de febrero, 2023 mientras la Solicitud 

estaba sub judice (ver para. 17), observamos que la Solicitud tiene mérito 

y otorgamos medida cautelar en forma de Laudo, según se especifica 

en los párrafos decretados al final de este Laudo. En resumen, 

concedemos una orden judicial que solicita a los Demandados dar por 

terminados los Arbitrajes Extranjeros y prevenir el inicio de arbitrajes 

similares adicionales, confirmar al Tribunal que se ha cumplido con esto y 

de no cumplir estas medidas obligatorias, indemnizar y eximir de toda 

responsabilidad a PPT/AMLQ contra cualesquiera daños y otros costes 

que puedan sufrir como resultado de los Arbitrajes Extranjeros y como 

garantía para dicha indemnización para proveer un fideicomiso de los 

fondos en determinados montos. 

 

9. Debido a que este es un Laudo Final Parcial en relación a una medida 

cautelar, aclaramos que no determinamos hoy, pero nos reservamos 

expresamente para una futura determinación: (1) qué medida, si la hay, 

podría otorgarse a favor de PPT/AMLQ contra los FACCs y los Directores 

Demandantes; y, (2) qué otras medidas, si las hay, podrían ser 

adecuadas si se presentan Arbitrajes Extranjeros adicionales que 

pretendan someter a arbitraje en otros países del territorio de la Sociedad 

o como arbitrajes adicionales en Perú o Guatemala o en cualquier otro 

lugar, disputas que se estén o pudieren someterse a arbitraje bajo los 

acuerdos de arbitraje aplicables en este caso. 
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B. Elementos Relevantes de Procesos Anteriores 

 

10. Peppertree comenzó este arbitraje el 3 de febrero, 2021 después de que 

Terra se negó a unirse con PPT/AMLQ en la venta de la Sociedad, de 

acuerdo con la notificación de Peppertree, entregada de conformidad 

con el SHA, sobre su deseo de vender la Sociedad. Dentro de los 

reclamos de Peppertree, había una causa para el cumplimiento 

específico de las disposiciones del SHA para la venta de la Sociedad a 

solicitud de Peppertree y AMLQ sobre la venta de una Sociedad al 

vencimiento del período de tenencia de cinco años aplicable a las 

acciones en la Sociedad, las que adquirieron en 2015, de conformidad 

con los contratos (los términos más relevantes, para esta Solicitud, se 

discutirán abajo). Consignamos un Laudo Final Parcial, otorgando dicho 

cumplimiento específico el 24 de febrero, 2022 (“1er PFA”). El Tribunal del 

Distrito Sur de Nueva York reconoció y ejecutó ese Laudo, de 

conformidad con la Ley Federal de Arbitraje y la Convención sobre el 

Reconocimiento y Ejecución de Sentencias Arbitrales Extranjeras de las 

Naciones Unidas (“Convención de Nueva York”) y denegaron la petición 

de los Demandados para revocar, en una decisión del Hon. Lewis A. 

Kaplan, USDJ, emitida el 18 de enero, 2022, la cual se registró en esa 

fecha. 

 

11. Terra, en su Contestación y Contrademanda en este arbitraje en 

2021expuso, principalmente en el para. 22 et seq. y, particularmente, en 

cuanto a presuntos rechazos inapropiados de proyectos de Torres de 

Terra, e.g., paras. 55-76, hechos relativos al presunto rechazo 

inapropiado, irracional y de mala fe sobre las propuestas de desarrollo 

de torres de Terra. El alegato de la contrademanda se refiere a estas 

acusaciones colectivamente como la “Violación al Rechazo de Torres”, 

y en paras. 146-163 se establecen cuatro causas basadas en la Violación 

al Rechazo de Torres (y otros presuntos incumplimientos): “Incumplimiento 

de Contrato”, “Incumplimiento de Obligaciones Fiduciarias de Cuidados, 
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Lealtad y Buena Fe”, “Incumplimiento de Obligación Fiduciaria de 

Transparencia” y “Conspiración para Incumplir las Obligaciones 

Fiduciarias”. Terra solicitó indemnización pecuniaria “de más de 

$186,616,810 … por la pérdida del valor empresarial de la Sociedad, 

resultado de aproximadamente 3000 adquisiciones de torres 

rechazadas”. (primera solicitud de medida en p. 117). Estas acusaciones 

se basaron en la conducta de los miembros nombrados de la Junta 

Directiva de Peppertree al realizar las funciones del Comité de Desarrollo 

de la Junta. Como se señala más adelante en para. 105, los Arbitrajes 

Extranjeros pretenden colocar esa misma conducta bajo revisión ante 

diferentes tribunales arbitrales, bajo diferentes normas, en Lima y en la 

Ciudad de Guatemala, bajo las leyes de Perú y Guatemala. 

 

12. Preparamos una orden procesal en la fase inicial del arbitraje que 

estipulaba que las contrademandas de los Demandados fueran 

abordadas en la Fase 2 del arbitraje después de haber abordado el 

asunto del cumplimiento de la venta específica de la Sociedad en la 

Fase 1. A principios de septiembre de 2021 y continuando después de 

haber emitido el primer PFA en febrero de 2022 ordenando la venta de 

la Sociedad, los Demandados siguieron una serie de medidas diseñadas, 

en primer lugar, para reemplazar al CEO de la Sociedad a través de 

acciones unilaterales de Terra, DTH y el señor Hernández y para 

desacreditar y denigrar a ese CEO como justificación de las acciones 

unilaterales tomadas. Al inicio ordenamos una medida cautelar para 

detener dichas acciones y devolverle al CEO su cargo en noviembre de 

2021. Dicha Orden no fue cumplida por los Demandados y tuvimos otros 

procesos respecto al cumplimiento y sanciones por incumplimiento. 

 

13. Esto llevó a una orden de nuestro Tribunal en marzo de 2022 que, entre 

otras cosas, requería a los Demandados que solicitaran a las afiliadas de 

DTH que habían publicado la negación de su relación con el CEO de la 

Sociedad, el señor Gaitán, que retiraran y corrigieran esas publicaciones 
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para aclarar que el estatus del señor Gaitán se encontraba como lo 

declaramos en nuestra orden de noviembre de 2021. Los Demandados 

tampoco cumplieron con la orden de marzo de 2022. Después que los 

Demandantes buscaron otras sanciones, y dada la insistencia de los 

Demandados de que su negación a cumplir estaba justificada, 

determinamos llevar a cabo audiencias probatorias para determinar la 

validez de las diversas acusaciones hechas por los Demandados sobre la 

presunta falta de idoneidad del señor Gaitán para ocupar el cargo de 

CEO de la Sociedad y continuar en cualquier capacidad en cualquier 

entidad de DTH – acusaciones que los Demandados apelaron para 

interponer denuncias en contra del señor Gaitán en una corte de 

Guatemala y que el juez de dicha corte les otorgara órdenes de 

congelamiento de activos ex parte en contra del señor Gaitán (y algunos 

otros empleados de DTH presuntamente aliados con él). 

 

14. Después de los procesos en los que los Demandados participaron 

únicamente como observadores, negándose a proporcionar evidencia 

o a interrogar a testigos, basándose en el argumento de que este Tribunal 

fue functus oficio, hicimos un segundo Laudo Final Parcial que imponía 

sanciones a los Demandados por no cumplir con nuestras órdenes. (“2º 

PFA”). El 2º PFA, de fecha 12 de agosto, 2022, aquí relevante, determinó 

que, como sanción bajo el Reglamento Comercial de la AAA R-58, los 

procesos en las contrademandas de los Demandados se suspenderían 

hasta que los Demandados hunbieren cumplido con el 1er PFA5, el 2º PFA 

y nuestras órdenes (inter alia) en noviembre de 2021 y marzo de 2022. Los 

Demandados no cumplieron y no han cumplido. En su lugar, han hecho 

las gestiones para revocar el 2º PFA, el cual PPT/AMLQ han solicitado que 

se reconozca y ejecute. 

 

 
5 Requerimos dicho cumplimiento a menos que el Laudo fuera revocado o su 
reconocimiento y ejecución fuera denegada, pero el 18 de enero, 2023, se otorgó el 
reconocimiento y ejecución y la moción para revocar fue denegada. 



10 
 

15. Los Demandados también comenzaron dos litigios por separado que 

ahora están pendientes como casos relacionados ante el Juez Kaplan 

en el Distrito Sur de Nueva York. La primera acción busca hacer a un lado 

un acuerdo escrito hecho en marzo de 2021, por el que las Partes 

eligieron un abogado para representar a la Sociedad en este arbitraje, 

un acuerdo cuya validez reconocimos en nuestra Orden de noviembre 

de 2021. La demanda incluye acusaciones de negligencia legal en 

contra del abogado de la Sociedad. La segunda acción, presentado 

dentro de las dos semanas siguientes a nuestro 2º PFA, busca como 

sentencia declaratoria que los miembros de este Tribunal no son aptos 

para continuar el servicio, basándose en un sesgo, y una orden para la 

selección de un nuevo tribunal, de conformidad con la cláusula de 

arbitraje del SHA6. 

 

16. Las posturas respectivas de las Partes en relación a los Arbitrajes 

Extranjeros es la de que el Tribunal evalúe no solo con base en el informe 

que se hizo ante nosotros en enero-febrero de 2023, y los términos 

relevantes de los contratos entre las Partes, sino en el contexto procesal 

aquí mencionado. Los Demandantes sostienen que los Arbitrajes 

Extranjeros son incitados por los Demandados y son un ataque a la 

autoridad de este Tribunal y la integridad del arbitraje, incluyendo nuestro 

1er y 2º PFA y nuestras órdenes de noviembre de 2021 y marzo de 2022 y 

una evasión a la suspensión impuesta en el 2º PFA. Los Demandados 

sostienen que los Arbitrajes Extranjeros son obra independiente de los 

Directores de las Subsidiarias de la Sociedad en Perú y Guatemala, 

quienes los solicitaron, sin embargo, están aliados con PPT/AMLQ para 

dar por finalizados de los Arbitrajes Extranjeros. Los Demandados 

sostienen que esta alianza crea la pregunta de qué hacer en relación a 

 
6 El Tribunal no ha recibido la demanda ni tampoco ha revisado su contenido (la demanda 
está sellada en la corte federal) pero supimos de la demanda cuando su existencia se hizo 
pública bajo la Ley 360 el 30 de agosto, 2022. Continuamos esperando como Tribunal en 
este asunto por las razones planteadas en la nota 8 del 2º PFA. 
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los Arbitrajes Extranjeros, un asunto que debe ser abordado por la Junta 

Directiva y no por el Tribunal. 

 

17. Un hecho potencialmente pertinente surgió el 10 de febrero, 2023. Los 

Demandados notificaron al Tribunal que Terra reemplazó al señor 

Hernández como uno de las dos personas designadas de la Junta 

Directiva de la Sociedad. Su reemplazo es William Méndez Araujo. El 

Tribunal recibió evidencia sobre las actividades del señor Méndez Araujo 

en relación con nuestro 2º PFA. Ya que nuestras conclusiones aquí 

pueden verse afectadas por cómo percibimos este cambio, anotamos 

los siguientes asuntos en relación al señor Méndez, que fueron 

determinados en el 2º PFA: 

a. El señor Méndez Araujo es un abogado interno de los 

Demandados. (2º PFA en para. 54). 

b. El padre del señor Méndez Araujo, William René Méndez, era 

abogado externo de la Demandada DTH en Guatemala, quien 

representó a DTH para presentar la denuncia en contra del señor 

Gaitán. (Id. y para. 69). 

c. El señor Méndez Araujo asistió a una reunión del señor Hernández 

con el señor Gaitán y otros en las oficinas de los Demandados en 

la Ciudad de Guatemala en septiembre de 2021 (Id. para. 64). 

d. El señor Méndez Araujo participó en la búsqueda del vehículo del 

señor Gaitán en esa reunión, por instrucción del señor Hernández, 

que no reveló ninguna evidencia de retención indebida de la 

propiedad del señor Gaitán, pero el padre del señor Méndez 

Araujo lo presentó en la corte de Guatemala como prueba de 

robo por parte del señor Gaitán y que el Tribunal determinó haber 

sido tergiversada por los Demandados en alegatos hechos a este 

Tribunal y a las cortes de Guatemala a través del padre del señor 

Méndez Araujo como abogado externo (Id. paras. 69, 78(d) (f)). 

e. El padre del señor Méndez Araujo, William René Méndez, también 

fue codefensor en nombre de DTH en la presentación de una 
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segunda denuncia en enero de 2022, en contra del señor Gaitán, 

en su eventual formulación (Id. para. 83) y el cual el Tribunal 

determinó que no tenía fundamento y estaba basada en una 

versión tergiversada de los encuentros de septiembre de 2021 en 

las oficinas de los Demandados en la Ciudad de Guatemala, de 

las que William Méndez Araujo fue testigo presencial. (Id. paras. 

85(5)(6), 88). 

f. Al padre del señor Méndez Araujo le ordenaron comparecer en 

los procesos ante este Tribunal y no compareció. (Id.). 

g. Para respaldar las acusaciones de actividad criminal por parte del 

señor Gaitán, los Demandados solicitaron un memorándum 

haciendo relación al cumplimiento del FCPA del bufete de 

abogados Morrison & Foerster. El señor Méndez Araujo fue “el 

vínculo principal entre los Demandados y Morrison & Foerster, 

quien activamente solicitó a Morrison el Memorándum” (Id. para. 

85(b)), cuya solicitud determinó el Tribunal que fue un esfuerzo no 

autorizado por parte de los Demandados, supuestamente pero no 

realmente en nombre de la Sociedad, para obtener una opinión 

legal sobre que la Sociedad asume riesgos de cumplimiento y 

responsabilidad si se le permite al señor Gaitán desempeñarse 

como CEO. (Id. paras. 90-104). El Tribunal también descubrió que 

los Demandados no informaron a Morrison & Foerster sobre 

información material que era necesaria para emitir una opinión 

confiable. 

 

C. Disposiciones Relevantes de los Contratos entre las Partes 

18. Para poner en mayor contexto los argumentos y alegatos – en resumen, 

que los Arbitrajes Extranjeros involucran acciones independientes y no 

autorizadas de los FACCs y los Directores Demandantes en contra de los 

deseos e instrucciones del señor Hernández (e implícitamente Terra y DTH, 

las que él posee y controla) – resulta útil resumir determinadas 
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disposiciones de la red de contratos que se hicieron cuando la minoría 

de accionistas, PPT/AMLQ, invirtieron en la Sociedad en octubre de 2015. 

 

C.-1. El Contrato de Suscripción y Aporte 

19. A PPT/AMLQ se les requirió asignar aproximadamente $101 millones del 

total de su inversión inicial de $112.6 millones para pagar la deuda 

bancaria existente de (1) Terra, (2) la holding a través de la cual Terra 

poseía y controlaba a las Subsidiarias y (3) las Subsidiarias mismas. Eso 

incluye a la Subsidiarias que ahora son los FACCs. El Contrato de 

Suscripción y Aporte (el “Contrato de S&A”) requería que PPT/AMLQ 

pagaran esa suma directamente a los bancos acreedores al Cierre. 

(Contrato de S&A en la Sección 1.02). En otras palabras, el acuerdo de 

2015 entre las Partes inicialmente tomó la forma de reestructuración de 

capital, a través del cual Terra y sus subsidiarias operativas podrían pagar 

su deuda bancaria a través de PPT/AMLQ, a quien se le emitió capital 

nuevo a cambio. 

 

20. Segundo, el Contrato de S&A indicaba que las entidades que ahora son 

los FACCs (o sus antecesores directos en interés, ciertas reorganizaciones 

formales pero no sustanciales han ocurrido a partir de ahí) estaban entre 

las “Subsidiarias operativas regionales de Terra en Centroamérica”. Terra 

declaró y garantizó que tenía “plena facultad y autoridad corporativas 

para llevar a cabo los negocios en los que se involucre y para poseer y 

usar las propiedades que posea y use”. (Sección 2.01). 

 

21. Terra también declaró que tenía “plena facultad y autoridad … para 

ejecutar y otorgar este Acuerdo y los otros Documentos Transaccionales 

de los que es parte, de llevar a cabo sus obligaciones en lo sucesivo y en 

virtud de los mismos y completar las transacciones contempladas por el 

presente acto y de ese modo”. (Sección 2.02). En otras palabras, Terra 

declaró y garantizó que tenía pleno control sobre las entidades en su 

universo corporativo, incluyendo los FACCs, en la medida que sea 
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pertinente para el desempeño de Terra de las obligaciones, Terra se 

comprometió con PPT/AMLQ en consideración de su inversión de $112.6 

millones. Específicamente, Terra declaró y garantizó que “Este Acuerdo 

fue debidamente y válidamente suscrito y otorgado por la Sociedad 

Objeto y las Subsidiarias Objeto relevantes y constituye obligación legal, 

válida y vinculante [] de la Sociedad Objeto y las Subsidiarias Objeto 

relevantes…”, excepto según lo limitado por los derechos aplicables de 

los acreedores y los principios equitativos generales. (Id. Sección 3.02). Los 

Considerandos del Contrato de S&A definían a las “Subsidiarias Objeto” 

para incluir a las entidades que ahora son FACCs. 

 

22. La lectura imparcial del Contrato de S&A (y de los acuerdos discutidos 

más adelante) es que PPT/AMLQ, al celebrar estos contratos, aceptó y 

confió en las declaraciones y garantías de Terra sobre su “plena facultad 

y autoridad” sobre las Subsidiarias, incluyendo los FACCs y la debida y 

válida suscripción y otorgamiento del Contrato de S&A y la obligación 

vinculante del Contrato de S&A con respecto a cada una de esas 

Subsidiarias. 

 

23. Esas declaraciones de Terra fueron parte del intercambio contractual de 

Terra para obtener la inversión de PPT/AMLQ y el pago simultáneo de la 

deuda corporativa sin tener que volver a cada una de las Subsidiarias, 

en los ocho países de Centroamérica y Sudamérica donde Terra hace 

negocios, Parte individual del Contrato de S&A y de los otros acuerdos 

hechos en ese momento (como se discutirá más adelante). 

 

24. Además, las declaraciones y garantías anteriormente mencionadas 

fueron definidas en el Contrato de S&A como “Declaraciones 

Fundamentales” (Sección 7.06 (c)) y la “sobrevivencia” de esas 

Declaraciones Fundamentales después del Cierre se extendió al 

“vencimiento del estatuto del plazo de prescripción aplicable al asunto 

subyacente de dicha declaración y garantía” (Sección 7.01(a) y (b)(ii)). 



15 
 

Por consiguiente, estas declaraciones y garantías de Terra en relación a 

los FACCs y otras Subsidiarias similares (e implícitamente sus Directores 

correspondientes) fueron declaraciones continuas así como 

“Declaraciones Fundamentales”. 

 

25. El Contrato de S&A contenía una cláusula de arbitraje efectivamente 

idéntica a la cláusula de arbitraje del Acuerdo de Accionistas (“SHA”). 

Como resultado, PPT/AMLQ hicieron su inversión inicial con la única 

expectativa razonable de que el único foro al que los Demandados o sus 

Subsidiarias podrían someter a PPT/AMLQ para la resolución de conflictos 

sería un Tribunal constituido bajo las cláusulas de arbitraje del Contrato 

de S&A y/o del SHA y, por lo tanto, un conflicto sobre la autoridad de los 

FACCs para actuar de forma autónoma, i.e. además de supeditarse al 

“plena facultad y autoridad” preexistente de Terra que fue transferido 

(recapitalizado, reestructurado) a la Sociedad como resultado de la 

transacción, sería arbitrado en Nueva York, en inglés, bajo las Normas 

Comerciales de AAA y bajo las leyes de arbitraje aplicables en virtud de 

elegir Nueva York como sede de arbitraje. 

 

26. La amplia cláusula de arbitraje encontrada en las Secciones 8.10-8.11 del 

Contrato de S&A – y duplicada o cruzada entre sí en los otros acuerdos 

discutidos más adelante – especifica que “cualquier disputa en relación 

a la … ejecución [del Contrato]” – que forzosamente incluye una disputa 

sobre la ejecución del acuerdo de arbitraje – será arbitrada en Nueva 

York, en inglés, bajo el Reglamento Comercial de la AAA y (por 

implicación necesaria, a menos que se haya acordado lo contrario) bajo 

las leyes de arbitraje aplicables en la sede de arbitraje de Nueva York. Y 

en la Sección 8.08 del Contrato de S&A – también duplicada o 

mencionada en los otros acuerdos discutidos más adelante – las Partes 

estipularon que cualquier incumplimiento del Contrato causa daño 

irreparable, da derecho a la otra parte a acciones específicas y 

garantiza “el otorgamiento de medidas o ejecución de otras medidas 
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equitativas a juicio de la parte agraviada sin constituir cualesquiera 

fianzas o garantías”. 

 

27. A causa de la presentación de los Arbitrajes Extranjeros, la Sociedad y 

Peppertree ya han sido obligados, para evitar incumplimientos, que 

presentaran una objeción escrita a la jurisdicción arbitral de Perú. (Ex. R-

25)7. Si no se desisten de los Arbitrajes Extranjeros, los árbitros nombrados 

en esos arbitrajes decidirán qué efectos, si los hay, se derivan de (i) los 

acuerdos de arbitraje entre las Partes y (ii) el alegato previo de Terra de 

las mismas disputas ante este Tribunal. (Ver Contestación y 

Contrademandas Originales de los Demandados, de fecha 19 de 

febrero, 2021, en paras. 22 et seq. y especialmente en cuanto a los 

presuntos rechazos inapropiados de los proyectos de Torres de Terra, ej., 

paras. 55-57, 61-76). 

 

C.-2. El Acuerdo de Accionistas (SHA) 

28. Las facultades aparentemente disponibles para los FACCs a través de sus 

Directores en Perú y Guatemala figuran visiblemente en esta Solicitud. Los 

Demandados han colocado en los registros documentos constitutivos de 

los FACCs sobre el alcance de sus facultades y los de sus Directores bajo 

las leyes nacionales de esos países. 

 

29. Pero esta Solicitud se refiere a las obligaciones que los Accionistas de la 

Sociedad se deben entre sí, según lo manifestado en sus Acuerdos, los 

cuales se rigen por las leyes de Nueva York. Por lo que adoptamos una 

vista “vertical” – en términos de la estructura corporativa de la Sociedad 

– de la cuestión de qué conductas de los FACCs y de los Directores 

Demandantes pueden ser toleradas por los Accionistas sin intervención 

efectiva para orientar su conducta o reemplazar a esos Directores 

Demandantes por personas que podrían llevar a cabo en lugar de 

 
7 Desde la fecha de los últimos alegatos en este arbitraje, no había vencido el plazo para 
la presentación de una Contestación en el arbitraje de Guatemala. 
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desafiar la voluntad de la Sociedad y las obligaciones de los Accionistas 

entre sí. 

 

30. De conformidad con los “CONSIDERANDOS” que forman el prólogo del 

SHA, se estableció la estructura corporativa de la Sociedad después del 

Cierre. La Sociedad posee el 100% de una subsidiaria llamada (en 

formato abreviado) Interco BVI. Interco BVI, a su vez, posee el 100% de 

las acciones de sociedades BVI que han sido subsidiarias directas de 

Terra. Estas están definidas en el Contrato como las Subsidiarias CT BVI. 

Antes de la transacción del 2015, las Subsidiarias CT BVI, después 

subsidiarias de Terra, poseían, directa o indirectamente, el 100% de las 

acciones de las subsidiarias operativas constituidas localmente en cada 

uno de los países donde Terra operaba (definidas después del Cierre 

como “Subsidiarias CT”), incluyendo los FACCs. Después de la 

transacción, dichas FACCs, como Subsidiarias CT, han sido subsidiarias de 

la Sociedad poseídas y controladas al 100% (a través de Interco y otras 

capas de holdings). 

 

31. Los “Documentos Constitucionales” de las Subsidiarias CT se adjuntaron 

como Apéndice 1 del SHA, por su Sección 2.01. En esa Sección, “los 

Accionistas y la Sociedad acuerdan tomar todas las acciones necesarias 

para asegurar que los documentos organizacionales arriba 

mencionados se modifiquen de manera que reflejen los asuntos 

acordados en este Acuerdo”. (énfasis añadido). Este lenguaje es 

importante porque los “Documentos Constitucionales” de las Subsidiarias 

CT de Perú y Guatemala, los FACCs, contienen cláusulas de arbitraje y, 

por lo menos según la FACCs y los Directores Demandantes, pretenden 

autorizarlos bajo las leyes de Perú y Guatemala para hacer lo que 

hicieron en iniciar los Arbitrajes Extranjeros. (Ex. A de la Sociedad 

(Demanda de Arbitraje de Perú), Ex. Q de PPT/AMLQ (Demanda de 

Arbitraje de Guatemala). 
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32. La importancia del lenguaje en la Sección 2.01 del SHA, antes 

mencionado, es que dicho lenguaje de las cláusulas de arbitraje de las 

subsidiarias operativas a nivel local podría no significar, entre los 

Accionistas de la Sociedad, que las Subsidiarias CT podrían llevar a 

arbitraje las materias susceptibles de arbitraje entre los Accionistas bajo 

las Secciones 8.14-8.15 del SHA (seguimiento de las Secciones 8.10-8.11 

del Contrato de S&A), y podría no significar que las Subsidiarias CT 

podrían llevar juicios arbitrales en contra de PPT/AMLQ. La importancia 

del lenguaje mencionado en la Sección 2.01 es que las leyes en Perú o 

Guatemala, o en cualquier otro país de una Subsidiaria CT, podrían 

apoyar una interpretación que los arbitrajes locales están dentro de las 

facultades de las Subsidiarias CT, en ese caso, los Accionistas y la 

Sociedad están obligados a “tomar todas las acciones necesarias” para 

modificar esas facultades o hacer que se interpreten y apliquen para que 

no tengan dicho significado8. 

 

33. Dos declaraciones y garantías de los Accionistas, hechos en la Sección 

2.02, recaen directamente sobre la discusión anterior de la Sección 2.01: 

Primero, que los Accionistas tienen “todas las facultades y autoridad 

necesarias… para llevar a cabo sus obligaciones…”; Segundo, que el 

Acuerdo “constituye una obligación válida y vinculante de dicho 

Accionista, ejecutable contra él de conformidad con sus términos, 

excepto cuando la ejecución pueda estar limitada por bancarrota, 

insolvencia, reorganización, moratoria u otras leyes similares que afecten 

la ejecución de los derechos de los acreedores en general y por 

principios equitativos generales…” En vista de este lenguaje sencillo, es 

dudoso que Terra pudiere argumentar creíblemente que un miembro de 

la Junta Directiva pueda tomar en cuenta de forma adecuada las leyes 

 
8 PPT/AMLQ, en su Solicitud, dependen principalmente de la Sección 4.04(a)(viii) del SHA, 
que le otorga autoridad exclusiva a la Junta Directiva de la Sociedad sobre el inicio de 
procesos legales por parte de una Subsidiaria. Pero los asuntos presentados en la Solicitud 
requieren de una evaluación más amplia sobre las obligaciones de las Partes entre sí, según 
lo estipulado en sus Acuerdos, con relación a las Subsidiarias. 
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de Perú o Guatemala, como cuestión de discreción, para oponerse a 

una acción de la Junta para dar por terminados los Arbitrajes Extranjeros. 

En la Sección E, más adelante, observamos que los Demandados no 

pueden limitar las medidas a las que están dispuestos que la Junta 

Directiva de la Sociedad tome para dar por terminados los Arbitrajes 

Extranjeros. 

 

34. Los poderes de gobernanza de la Junta Directiva para encargarse de los 

Arbitrajes Extranjeros son indiscutibles. La disputa, tal y como se nos 

presentó de forma escrita y oral el 2 de febrero, 2023, parecía ser sobre si 

esta es una circunstancia en la que el Tribunal pueda requerir que Terra 

como Accionista y los Directores de la Junta de Terra apoyen una acción 

específica de la Junta propuesta por otros miembros de dicha Junta – en 

resumen, si los miembros de la Junta de Terra deben apoyar el reemplazo 

de los Directores Demandantes en Perú y Guatemala si siguen 

negándose a desistir de los Arbitrajes Extranjeros. Sin embargo, el 10 de 

febrero, 2023, la naturaleza de esta Solicitud cambió. Como se observó 

anteriormente, en esa fecha, el abogado de los Demandados notificó al 

Tribunal sobre la decisión de Terra de nombrar a William Méndez Araujo 

en la Junta Directiva de la Sociedad, en lugar del señor Hernández. Ver 

para. 17. Los Demandados no ofrecieron ninguna explicación a este 

cambio y no solicitaron ninguna oportunidad para explicar qué implica 

este cambio en la Solicitud. El cambio, sin embargo, nos da motivo para 

hacer referencia a las obligaciones de los Demandados, en relación a 

los Arbitrajes Extranjeros, en mayor amplitud a los términos de la 

participación de los Directores nombrados de Terra en la gobernanza de 

la Sociedad. 

 

35. En cuanto a los poderes de gobernanza de la Junta Directiva en la 

Sociedad, la Sección 4.04 del SHA faculta a la Junta sobre: 

a. (v) “cualquier modificación a… los documentos constitutivos de 

cualquier Subsidiaria”; 
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b. (vi) “la contratación o despido e indemnización de los miembros 

del Equipo Directivo”, que incluye la “alta gerencia de las 

Subsidiarias” (ver las definiciones del SHA, Art. I, en p. 9); 

c. (viii) “el inicio, acuerdo, pago, descarga o cumplimiento de litigios, 

demandas, responsabilidades u obligaciones… que involucran… 

(C)… a cualquier Subsidiaria y a cualquier Accionista o Afiliada o 

Entidad Relacionada de un Accionista, conforme a cualquier otro 

acuerdo o transacción”; 

d. (xiv) “la transferencia, en una sola transacción o en una serie de 

transacciones, de activos o cuentas por cobrar de… cualquier 

Subsidiaria…” 

 

36. Además, la Sección 4.06 (b) estipula: “Sujeto a la aprobación de la Junta, 

el Director Ejecutivo de la Sociedad nombrará a los altos gerentes 

restantes de la Sociedad y la alta gerencia de las Subsidiarias”. 

 

C.-3. El Acuerdo de Desarrollo 

37. El Acuerdo de Desarrollo, celebrado en conjunto con el SHA y el Contrato 

de S&A, es importante para el análisis de esta Solicitud porque se 

relaciona directamente con la materia de los Arbitrajes Extranjeros y las 

contrademandas de los Demandados en este arbitraje, las que los 

Arbitrajes Extranjeros reproducen: es decir, los presuntos rechazos 

inapropiados de los miembros de la Junta Directiva de Peppertree para 

aprobar las propuestas de desarrollo de Torres hechas por Terra y su 

afiliada de construcción de Torres, propiedad de y controlada por Jorge 

Hernández, DTH. 

 

38. El Acuerdo de Desarrollo estipula que Terra presentará un “Perfil 

Candidato de Sitio” (SCP) al Comité de Desarrollo y dentro de dos días 

hábiles “el Comité de Desarrollo notificará a Terra y a la subsidiaria de 

DTH correspondiente si el Sitio Propuesto lo desarrollará la Sociedad”. 

(Sección 1.1(c)). 
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39. Las Partes del Acuerdo de Desarrollo son la Sociedad, Terra y DTH. En la 

Sección 3.4 del Acuerdo de Desarrollo, las Partes acuerdan resolver 

“cualquier disputa entre [ellos] en relación a los términos de este Acuerdo 

o las transacciones aquí contempladas”, conforme a las disposiciones de 

arbitraje del SHA, es decir, Sección 8.14 y 8.15 “cuyas secciones serán 

consideradas como incorporadas por referencia”. 

 

40. Además, el Acuerdo de Desarrollo está vinculado al SHA a través de la 

Sección 4.04(b) de este último, el cual estipula la composición y 

procedimiento a seguir por el Comité de Desarrollo: 

 

Se establecerá un comité (el “Comité de Desarrollo”) para revisar 
y aprobar los Paquetes SCP para oportunidades de Torres 
presentadas a la Sociedad, de conformidad con el Acuerdo de 
Desarrollo. Los miembros iniciales del Comité de Desarrollo serán 
los Directores. La Junta podrá establecer procedimientos para 
votar, nombrar, remover y reemplazar miembros adicionales y/o 
suplentes del Comité de Desarrollo. A menos que, y hasta que el 
Comité de Desarrollo establezca un procedimiento contrario, la 
Junta Directiva tomará las decisiones del Comité de Desarrollo. 

   

D. Hechos Relevantes Desarrollados durante el Proceso de esta Solicitud 

D.-1. El Papel de los Demandados, si lo hay, en el Inicio de los 

Arbitrajes Extranjeros 

41. En esta Sección de nuestro Laudo, evaluamos lo que refleja el registro 

sobre las disputas de hecho de las Partes sobre (1) la supuesta 

participación de Terra y el señor Hernández que causó el inicio de los 

Arbitrajes Extranjeros, (2) los esfuerzos de Terra y el señor Hernández para 

desistir de los Arbitrajes Extranjeros y (3) las afirmaciones de los 

Demandados que los Demandantes de los Arbitrajes Extranjeros 

continúan con dichos Arbitrajes a pesar de saber que Terra y el señor 

Hernández no están de acuerdo y buscan el desistimiento de los mismos. 
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42. El abogado de los Demandados combinó tres correos electrónicos 

intercambiados, resumidos más adelante, ampliamente difundidos por 

un período de 12 meses, en una prueba compuesta (R-1) para respaldar 

la proposición de que los Directores Demandantes tenían motivos 

comprensibles – de frustración por los rechazos de los Directores de 

Peppertree para las Torres – para tomar las riendas de la situación, 

presentando los Arbitrajes de Perú y Guatemala (Resp. Ene. 24 Br. En 2). 

 

43. El primer hilo en Ex. R-1 es de enero de 2022. Los Directores Demandantes 

– es decir, la señora Merino, el señor Garzaro y el señor Ortiz – eran 

destinatarios pasivos de un intercambio de correos entre la señora 

Pineda de DTH y el señor Rainieri de Peppertree. (Encontramos en el 

proceso anterior que la señora Pineda fue nombrada unilateralmente por 

el señor Hernández para desempeñar las funciones de CEO de la 

Sociedad, violando el acuerdo entre las Partes en relación a que este era 

el cargo del señor Gaitán y violando el SHA en relación al proceso de 

contratación y despido del Equipo Ejecutivo de la Sociedad). El correo 

electrónico intercambiado se refería a la “solicitud de fondos” para el 

desarrollo de un sitio en Perú. Todos los miembros de la Junta Directiva de 

la Sociedad, el Equipo Ejecutivo y cada uno de los abogados que 

comparecen en este arbitraje fueron destinatarios de este intercambio. 

 

44. En la respuesta del señor Ranieri a la señora Pineda, él (1) hizo referencia 

al rechazo previo de Peppertree sobre la solicitud de fondos para los 

desarrollos de los cinco sitios referidos por la señora Pineda, (2) reiteró 

dichos rechazos, (3) se opuso al uso de los fondos de la Sociedad para 

desarrollar los sitios rechazados “hasta que los derechos correspondientes 

de las partes en relación a este asunto hayan sido tratados en la Fase 1 

del Tribunal”. 

 

45. En la Prueba Compuesta R-1 se incluyeron otros dos intercambios de 

correos electrónicos entre la señora Pineda y el señor Ranieri, cuyo 
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contenido es casi idéntico y los “destinatarios cc” eran casi idénticos. El 

primero ocurrió el 25 de abril, 2022 – que fue dos meses después de que 

el Tribunal emitió su 1er PFA, otorgando una ejecución específica de la 

obligación de los Demandados para unirse a la venta de la Sociedad. El 

señor Ranieri consideró que los gastos propuestos para el desarrollo del 

sitio no estaban justificados porque “la venta requerida de la Sociedad 

estaba a unos meses, dejando poco tiempo para la valorización de 

activos”. 

 

46. Un tercer intercambio de correos electrónicos entre la señora Pineda y el 

señor Ranieri, también se encuentra dentro de la Prueba Compuesta R-

1, igualmente en relación a la propuesta y rechazo de una solicitud de 

fondos para desarrollo de un sitio. Pero las fechas de este intercambio, 9 

de enero y 15 de enero, 2023 omiten un paso importante en la cronología 

– al que ahora pasamos. 

 

47. Ex. R-2 de los Demandados presenta un correo electrónico del señor 

Garzaro, uno de los Directores Demandantes del Arbitraje en Perú, con 

fecha 28 de septiembre, 2022, que siguió un intercambio similar de 

correos electrónicos entre la señora Pineda y el señor Ranieri. El correo 

electrónico del señor Ranieri, como los correos de enero y abril de 2022 

que lo precedieron, que se encuentra en Ex. R-1, finalizó con una reserva 

de derechos. Talvez fue esta reserva de Peppertree que sirvió de 

contexto para que el señor Garzaro respondiera: “Tengo que hacerte 

saber que nosotros también nos reservamos el derecho de iniciar 

acciones legales. Telecom Business Solution S.R.L. (TBS) es una sociedad 

peruana que desempeña sus funciones bajo los estrictos principios 

corporativos y del marco legal peruano”. 

 

48. Nuestro 2º PFA, en el que se impuso una sanción de suspender el proceso 

de las contrademandas de los Demandados hasta el cumplimiento de 
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nuestros laudos y órdenes, se entregó el 12 de agosto, 2022. Este correo 

electrónico (Ex. R-2) vino cinco semanas después. 

 

49. Cuando las Partes nos confirmaron, el 27 de enero, 2023, que existía una 

disputa de hechos materiales sobre el papel de Terra y el señor 

Hernández, si lo hay, sobre el inicio de los Arbitrajes Extranjeros, exigimos 

a los Demandados la producción documental (PO 2023-02 en para. 12). 

La fecha de inicio del plazo para la producción fue el 16 de agosto, 

20229. Así que, si existen otros correos electrónicos de los Demandados, o 

cualquiera de sus representantes, a los Directores Demandantes de Perú, 

o sus representantes, oponiéndose a la amenaza del señor Garzaro sobre 

el proceso local de Perú en contra de Peppertree u oponiéndose a la 

esencia de la amenaza del señor Garzaro, estaban incluidos en la orden 

de producción documental. 

 

50. Los Demandados no han presentado ni un correo electrónico donde 

expresen su apoyo u oposición a la presentación de los Arbitrajes 

Extranjeros. (Dejando de lado las transmisiones de la resolución inicial de 

la Junta Directiva donde requieren el desistimiento de los Arbitrajes 

Extranjeros, discutidas en paras. 55-62). Esto es una falta de prueba por 

parte de los Demandados. En el contexto de esta Solicitud, considerando 

el acceso a la evidencia, y nuestros hallazgos en el proceso anterior, y los 

papeles de los Directores Demandantes en este arbitraje como testigos 

para los Demandados, era responsabilidad de los Demandados de 

presentar la evidencia que explicara el origen de los Arbitrajes Extranjeros 

o que pudiere explicar su falta de acceso a la evidencia que mostraba 

el origen de los Arbitrajes Extranjeros, así como evidencia que no tenían 

acceso voluntario a los correos electrónicos de los Directores de la 

Sociedad y otros registros. Ellos no presentaron ninguna evidencia. 

 

 
9 Esta fecha fue un error menor en la fecha colocada en el 2º PFA. 
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51. Que los Demandados negaron rotundamente, en su escrito de fecha 24 

de enero, 2023, y en lo sucesivo, que su objetivo final es la prolongación 

de los Arbitrajes Extranjeros y no su pronto desistimiento. Pero al evaluar 

el objetivo de los Demandados como se canalizó a través de los 

argumentos de su abogado, también debemos tomar en cuenta cómo 

el abogado, en un inicio, nos abordó con este tema en un correo el 4 de 

enero, 2023, después de que se nos informó que el abogado de la 

Sociedad había solicitado el arbitraje de Perú. 

 

52. El abogado de los Demandados nos escribió el 4 de enero indicando que 

cualquier intervención del Tribunal era “un gasto de recursos innecesario, 

ya que el arbitraje peruano está fuera del ámbito de este arbitraje…” Fue 

una caracterización insostenible de la Solicitud de Arbitraje en Perú 

solicitada el 28 de diciembre, 2022. Ese arbitraje, y el otro solicitado en 

Guatemala unas semanas después, objetivamente, para efectos legales, 

son – sin importar quién los inició – un ataque a nuestros laudos previos. 

Como explicamos más adelante en paras. 98-101, los Arbitrajes 

Extranjeros obstruyen la capacidad de las Partes para hacer efectivo 

nuestro 1er PFA porque los Arbitrajes Extranjeros afectan las posibilidades 

para la venta de la Sociedad. También constituyen un ataque colateral 

a nuestro 2º PFA porque la contrademanda por la Violación al Rechazo 

de Torres podría ser arbitrada por partes, potencialmente país por país, 

en los ocho países del territorio de la Sociedad, desafiando nuestra 

suspensión del proceso de esas mismas demandas y el cumplimiento de 

las condiciones que establecimos para levantar dicha suspensión (paras. 

102-105). 

 

53. El abogado de los Demandados señaló en su correo electrónico del 4 de 

enero que “la Sociedad y sus Accionistas deberían enfocarse en resolver 

el arbitraje peruano en Perú – no en este tribunal”. Al insistir sobre “el 

alcance limitado de este arbitraje”, el abogado de los Demandados no 

reconoció que este arbitraje ya había incluido, desde principios de 2021, 
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las contrademandas de Terra impuestas de forma derivada en nombre 

de la Sociedad solicitando $186 millones por daños en contra de los 

Demandantes como resultado de la negación de los Directores de 

Peppertree para apoyar el desarrollo del sitio para Torres en Perú y en 

todo el Territorio. De haber sido la intención de los Demandados, en ese 

punto, de detener el arbitraje peruano, una primera respuesta racional 

habría sido una carta al Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio 

de Perú informando que las Demandas ya habían sido sometidas a 

arbitraje ante este Tribunal, que no existía ningún acuerdo de arbitraje 

entre los FACCs y los Directores Demandantes, por un lado, y la Sociedad 

y PPT/AMLQ por el otro, y que el Centro de Arbitraje de Perú no adoptara 

las medidas para formar un Tribunal. Pero los Demandados no 

redactaron ni sugirieron dicha carta. Ellos propusieron que la Sociedad y 

PPT/AMLQ se prepararan para la defensa, contratando a un abogado, 

para el arbitraje de Perú – un tema obviamente tenso en sí debido a las 

disputas entre los Accionistas. Otra primera respuesta directa habría sido 

que el señor Hernández instruyera a los Directores Demandantes que 

desistieran de los arbitrajes o perderían sus trabajos e ingresos en DTH. En 

su lugar, una supuesta medida cautelar ex parte surgió 

convenientemente en una corte en Perú una semana después, 

supuestamente solicitada por los Directores Demandantes de Perú, que 

pretendía prohibir a la Sociedad que tomara dichas medidas. (Ver paras. 

80-84 en relación a la supuesta medida). 

 

54. Las acciones e inacciones de los Demandados a principios de enero 

envían un mensaje muy  diferente a su insistencia posterior sobre que sus 

acciones habían sido directamente para asegurar el desistimiento de los 

Arbitrajes Extranjeros. 

 

55. La explicación para el cambio de la estrategia de los Demandados, en 

retrospectiva, es evidente. La estrategia de los Demandados de culpar 

de insubordinación a los directores locales no había surgido todavía el 4 
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de enero. Surgió tres días después (Ex. R-7), el 7 de enero, cuando el señor 

Hernández envió un correo electrónico personalmente a sus colegas de 

la Junta Directiva en el que transmitía una propuesta de resolución de 

Directores que él ya había firmado y la acompañó con un correo 

electrónico que decía “recomiendo que averigüemos qué está pasando 

con la gerencia en Perú y por qué han decidido actuar de esa manera”. 

El Tribunal no cree que el señor Hernández necesitara incluir a los 

miembros de la Junta de Peppertree para poder averiguar “lo que está 

pasando con la gerente en Perú” ni el 7 de enero ni, en efecto, cuando 

el señor Garzaro amenazó de procesos legales locales en contra de 

Peppertree el 28 de septiembre, 2022 (Ex. R-2)10 y el señor Hernández, 

aparentemente, dio una respuesta no registrada. Dentro de DTH, esos 

Directores reportan directamente al señor Hernández y él pudo 

contactarlos inmediatamente para exigir respuestas. 

 

56. Los Demandados no han debatido las afirmaciones de los Demandantes 

que los Directores Demandantes fueron electos personalmente por el 

señor Hernández. Esto se corroboró con la evidencia enviada por los 

Demandantes. La Ex. R-22 es la certificación notarial en Guatemala en la 

que el notario confirma la autoridad del señor Ortiz para actuar como 

Director en la Subsidiaria de Guatemala. El notario, en esa ocasión en 

2016, es uno de los abogados de los Demandados en este arbitraje, 

Carlos Ortega del bufete Mayora y Mayora. Se mencionó al señor Ortega 

en nuestro 2º PFA porque él dio inicio al contacto de los Demandados 

con el bufete Morrison & Foerster para obtener el Memorándum Morrison 

& Foerster que se volvió objeto de procesos extensos, resumidos en ese 

Laudo. (2º PFA en paras. 90-102, mencionando al señor Ortega en paras. 

90 y 93). 

 
10 Casualmente, o no, esto fue el mismo día que el señor Hernández y el señor Méndez 
Araujo estaban realizando la búsqueda coactiva de las computadoras, oficina y vehículo 
personal del señor Gaitán en la ciudad de Guatemala, reuniendo evidencia que usarían 
más adelante para retratar falsamente al señor Gaitán como delincuente en las demandas 
presentadas en una corte de Guatemala. Ver para. 17. 
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57. La evidencia del control de los Demandados sobre los Directores 

Demandantes es considerable, mientras que la evidencia de que ellos 

actúan sin la aprobación de los Demandados es casi nula. Los 

Demandados no han debatido que el señor Hernández tiene el criterio 

exclusivo para separar a los Directores Demandantes de sus cargos fuera 

de la Sociedad en DTH. Y los Directores Demandantes entregaron 

evidencia en este arbitraje – extensas declaraciones escritas de testigos 

que argumentaron los méritos de las contrademandas de la Violación al 

Rechazo de Torres de Terra, en apoyo a la postura de Terra en esas 

demandas (PPT-AMLQ Exs. K, L y  S), cuando esos temas no eran el 

objetivo activo de nuestro proceso. Asimismo, los Directores 

Demandantes tenían la delantera de los esfuerzos fallidos de los 

Demandados, ante la Junta de la Sociedad y, a su vez, ante el Tribunal, 

para justificar desobediencia a nuestras Medidas Cautelares, 

fundamentando que la supuesta mala conducta del señor Gaitán fue un 

riesgo de cumplimiento para la Sociedad (PPT/AMLQ Exs. M, N, O). 

 

58. Del proceso anterior, existe más evidencia de la disposición de los 

Demandantes de actuar unilateralmente en relación a la situación 

laboral de los Directores de las Subsidiarias. En 2021-22, cuando el señor 

Hernández supuestamente estaba disgustado con otro Director de la 

Subsidiaria, el padre del señor Gaitán en El Salvador, supuestamente por 

malversación de fondos, no dudó en reemplazarlo unilateralmente sin 

pedirle a los otros accionistas que se unieran a él para “averiguar qué 

está pasando con la gerencia”. Este Tribunal tuvo un largo proceso 

probatorio en 2022, y la evidencia recibida, la que los Demandados 

eligieron no contradecir, mostró que el señor Hernández provocó el 

despido del padre del señor Gaitán como Director de la Subsidiaria en El 

Salvador en 2022, basándose en las acusaciones de fraude y 

malversación y otras irregularidades personales que no tenían 

fundamento de hecho. (Ver 2º PFA en paras. 55-61, 77). 
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59. Dos días después del correo electrónico de “averigüemos qué está 

pasando” del 7 de enero, 2023 del señor Hernández, el 9 de enero, 2023, 

un abogado de Washington DC llamado Claiborne W. Porter, 

evidentemente actuando en nombre de los Demandados, envió un 

correo electrónico al abogado de los Demandantes. Fue introducido 

como Ex. R-8 de los Demandados el 24 de enero, 2023 y se lee: “Hola, 

Mike y Gregg. Nos estamos poniendo en contacto con ustedes de forma 

urgente. Debido a la exigencia del arbitraje en Perú – entiendo que la 

Sociedad debe responder antes del 11 de enero – nos preguntamos si sus 

clientes van a firmar nuestra resolución de directores sugerida. Por favor, 

comunicarse lo antes posible”. 

 

60. Debajo de este correo electrónico en Ex. R-8 aparece un extenso texto 

editado. El asunto editado, resulta ser, era otro correo del señor Porter al 

abogado de los Demandantes, el señor Ungar, el 8 de enero, 2023, un 

domingo, diciendo en parte: “por mi texto, adjunto la resolución de 

Directores que envió Jorge”. Esto fue presentado por los Demandantes el 

27 de enero como Ex. R-14. 

 

61. Los Demandados presentaron como Ex. R-10 otro correo electrónico del 

señor Porter, enviado el sábado por la tarde del 14 de enero al abogado 

de la Sociedad, Adam Schachter, con copias a PPT/AMLQ y al abogado 

de arbitraje de los Demandados, manifestando, en lo pertinente: 

“Supimos de Sagastume que la gerencia notificó a CT del arbitraje en 

Guatemala”, el señor Sagastume es el segundo miembro de la Junta de 

la sociedad, nombrado por Terra. 

 

62. Estos correos electrónicos impactan significativamente nuestros hallazgos 

en relación al papel del señor Hernández en los Arbitrajes Extranjeros. Se 

puede deducir que el señor Porter tuvo algo que ver en la génesis de la 

propuesta de resolución de Directores del 7 de enero del señor 
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Hernández. También se puede deducir que el señor Sagastume pudo 

haber sabido de la génesis del arbitraje en Guatemala. Después de que 

ordenamos a los Demandados en PO 2023-02 para que proporcionaran 

documentos sobre los Arbitrajes Extranjeros, incluyendo aquellos que 

eran para o de los “representantes”, el abogado principal de los 

Demandados, el señor Smith, en un correo electrónico de fecha 31 de 

enero, 2023, enviado al Tribunal, solicitó una prórroga para cumplir con 

la orden, indicando que era necesario para habilitar un especialista ESI 

para completar la búsqueda requerida; y en su correo proporcionó una 

lista corta de “representantes” cuyos correos electrónicos serían 

buscados – una lista corta que no incluía a ningún abogado. 

 

63. En la respuesta del Tribunal al señor Smith el 1 de febrero, dejamos en 

claro que los “representantes” incluían abogados y que cualquier 

documento confidencial debía ser identificado en un registro 

confidencial que el Tribunal ya supiera que podría ser necesario. El 

Tribunal no otorgó la solicitud de prórroga de los Demandados, 

declarando que no se había mostrado por qué el proceso de identificar 

los documentos sensibles requerían de la búsqueda de un especialista 

ESI11. Pero tampoco le cerramos las puertas a la suplementación de los 

pocos correos electrónicos (algunos de los cuales ya estaban en los 

 
11 La explicación del abogado de los Demandados en la audiencia del 2 de febrero sobre 
la necesidad de los servicios de un proveedor de descubrimientos electrónicos porque era 
probable que el Tribunal no acreditara los resultados del proceso de una búsqueda informal 
es justa solo a medida que el Tribunal pudiera ser escéptico a las conclusiones que los 
Demandados pudieran llegar para que nosotros fallemos a su favor basados en la ausencia 
o falta de documentos sensibles como resultado de una búsqueda diligente. Pero en este 
caso, los intereses de los Demandantes están avanzados por la ausencia de documentos 
sensibles y los Demandados están fácilmente en una postura para refutar cualquier 
conclusión presentando incluso un conjunto de correos electrónicos, textos u otros mensajes 
en los que el señor Hernández se opuso, en palabras o en esencia, a la consideración o 
inicio del proceso de los arbitrajes extranjeros por parte de los Directores Demandantes. Una 
búsqueda informal habría sido suficiente para identificar al menos uno de esos mensajes, si 
existiera alguno. 
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registros) presentados 30 minutos antes de la audiencia oral del 2 de 

febrero12. 

 

64. Al cierre de la audiencia oral del 2 de febrero, les indicamos a las Partes 

que se permitiría agregar evidencia a los registros de esta solicitud 

únicamente con un permiso obtenido con causa justificada. Cuando los 

Demandados solicitaron dicho permiso el 6 de febrero, no explicaron el 

alcance del trabajo de su especialista ESI; no dijeron qué búsquedas se 

habían realizado para encontrar comunicaciones hacia y de los 

abogados; o hacia y del señor Sagastume; y no presentaron ningún 

registro confidencial. Por estas razones, no les otorgamos a los 

Demandados la moción de dicho permiso. 

 

65. La falta de presentación de más que un conjunto de documentos por 

parte de los Demandados, y cualquier otro documento relevante 

además de los ya proporcionados a los Demandantes, es motivo de 

preocupación. Pareciera que hay uno o más correos electrónicos hacia 

y/o del señor Porter que se refieren a los Arbitrajes Extranjeros, además de 

los enviados a PPT/AMLQ que hemos visto. Resultaría curioso para 

cualquiera de los abogados de los Demandados contactar a los 

abogados de la contraparte sobre un asunto como los Arbitrajes 

Extranjeros sin haberse comunicado primero con el cliente13. También 

pareciera que el señor Sagastume tiene correos electrónicos al menos 

del arbitraje de Guatemala. Posiblemente, algunos de estos correos 

estén sujetos a derecho de confidencialidad. Pero no recibimos ningún 

registro de confidencialidad. Y, a pesar de nuestras órdenes específicas 

 
12 El 6 de febrero, 2023, los Demandados solicitaron que complementaran los registros con 
un pequeño grupo de correos electrónicos derivados de la búsqueda de ESI 
aparentemente completada. Mientras que los Demandados declararon que casi todos los 
correos electrónicos encontrados ya estaban en posesión de los Demandantes, y los otros 
no eran relevantes, y mientras que la moción no hizo ninguna observación sobre los 
alcances de los esfuerzos de la búsqueda, no otorgamos dicha solicitud. 
13 El 6 de febrero, 2023, el señor Porter se presentó en este arbitraje como uno de los 
abogados de los Demandados. 
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de que se buscaran los correos electrónicos de los abogados, no se nos 

hizo ninguna declaración de que esto se había realizado. 

 

66. Los Demandados no presentaron ningún correo electrónico u otras 

comunicaciones sobre los Arbitrajes Extranjeros entre los Demandados y 

los Directores Demandantes (o sus respectivos abogados). Nos parece 

bastante improbable que estos Arbitrajes Extranjeros se hayan originado, 

y que hayan subsistido por varias semanas, sin la existencia de dichas 

comunicaciones (salvo por las excepciones ahora mencionadas). Pero 

entre el conjunto de documentos proporcionados inoportunamente por 

los Demandados 30 minutos antes de la audiencia oral del 2 de febrero, 

había un correo electrónico de uno de los abogados internos de Terra, 

de la señora Kirby, a los Directores Demandantes el 1 de febrero, 2023, 

informándoles sobre nuestra solicitud de presentación de documentos en 

PO 2023-02 (pero sin enviar la Orden o un extracto del mismo). Otro de 

los documentos que los Demandados presentaron fue una respuesta del 

señor Garzaro a la señora Kirby, también del 1 de febrero, en la que 

afirmó: “Debido a que no somos parte del arbitraje de Estados Unidos ni 

somos directores o representantes de ninguno de los Demandados, no 

estamos sujetos al párrafo 12 de dicha orden”. 

 

67. Hacemos varias observaciones. 

 

68. Primero, se estableció en nuestro 2º PFA, después de un proceso 

probatorio extensivo, que cuando el señor Hernández quería los 

documentos de las computadoras usadas por el señor Gaitán, la señora 

Echeverría y de otros que él percibió que estaban aliados con ellos – es 

decir, quienes él percibió que estaban aliados en contra de él en relación 

a este arbitraje – los convocó a una reunión con él en la Ciudad de 

Guatemala con poca antelación, viajó a la Ciudad de Guatemala para 

la reunión y les impidió salir de la sala de conferencias hasta que hubieren 

entregado las computadoras que usaron al asistente de IT del señor 
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Hernández con el propósito de copiar sus discos duros. De acuerdo con 

la evidencia, esto se hizo bajo amenaza de fuerza física porque en las 

instalaciones estaban presentes guardias de seguridad armados y 

estaban bajo las instrucciones del señor Hernández. Basados en la 

evidencia, observamos que el señor Hernández había llegado 

demasiado lejos en la insistencia que sus abogados realizaran la 

búsqueda del vehículo y de la oficina del señor Gaitán – incluyendo al 

señor Méndez Araujo, recién nombrado para reemplazar al señor 

Hernández en la Junta Directiva de la Sociedad – para determinar si el 

señor Gaitán había sacado algo de las instalaciones. Y el hecho de que 

el señor Gaitán no se había robado nada, según se confirmó con la 

búsqueda de su vehículo y su oficina, no impidió al señor Hernández para 

presentar la denuncia en contra del señor Gaitán en Guatemala, 

acusándolo de robo. (2º PFA paras. 63-69, 78). 

 

69. Segundo, enviamos el PO 2023-02 a las 5 pm el 29 de enero, 2023 y el 

abogado de los Demandados sabía que la fecha límite para la 

presentación de documentos era el 1 de febrero, 2023 a las 6pm. No se 

proporcionó evidencia o siquiera una declaración del abogado de los 

Demandados por lo menos para comenzar a justificar el realizar una 

búsqueda de los documentos sensibles en posesión de los Directores 

Demandantes, empezando con el correo electrónico de la señora Kirby 

enviado a la 1:42 am del 1 de febrero. 

 

70. Tercero, de la evidencia que tenemos, está claro que por lo menos dos 

personas del lado de los Demandados saben el origen de la resolución 

de Directores que el señor Hernández propuso el 7 de enero: el señor 

Hernández y el señor Porter. Es decir, ellos poseen evidencia, electrónica 

o similar, que podría responder la pregunta del hecho controvertido de 

si la resolución de Directores refleja un auténtico compromiso de los 

Demandados para ponerle fin a un arbitraje extranjero no autorizado o 

una trampa orquestada para hacerlo parecer así. Habiendo invitado, en 
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nuestra Orden Procesal No. 2023-01, a los Demandados para presentar 

evidencia, ellos declinaron, diciendo que la carga probatoria le 

correspondía a los Demandantes. Habiéndose ordenado la presentación 

de evidencia en la Orden No. 2023-02, tal como se aclaró en la Orden 

Procesal 2023-03 y en nuestra guía enviada por correo electrónico el 1 

de febrero, 2023, los Demandados no cumplieron. 

 

71. Los hechos anteriores respaldan ampliamente una conclusión adversa, 

que nosotros sacamos, que los Demandados respaldaron, si no es que 

provocaron, los Arbitrajes Extranjeros. 

 

72. Además, así como los Demandados no respondieron en oposición a la 

amenaza de procesos legales locales del señor Garzaro en contra de 

Peppertree en Perú el 28 de septiembre, 2022 (Ex. R-2), tampoco se 

presentó ninguna evidencia de alguna respuesta de los Demandados a 

la insistencia evidentemente insostenible y aparentemente 

insubordinada del señor Garzaro en su correo electrónico del 1 de 

febrero, 2023 sobre que nuestras órdenes para la presentación de 

documentos no vinculaba a los FACCs y a los Directores Demandantes. 

Que nuestras órdenes instruyendo el proceder de DTH vuelve a DTH 

legalmente responsable por el incumplimiento de sus Subsidiarias, 

afiliadas y empleados, se determinaron en este arbitraje, en nuestras 

órdenes de medidas cautelares de noviembre de 2021 y marzo de 2022 

y fueron incorporadas en nuestro 2º PFA. 

 

73. Igualmente aquí, DTH y su único accionista, el señor Hernández, son 

legalmente responsables de la resistencia de los Directores Demandantes 

a nuestras órdenes de presentación de documentos y de la decisión de 

los Demandados de permitirlas para responder de esta manera en lugar 

de, si fuere necesario, secuestrar y copiar sus servidores de correos 

electrónicos, los cuales, basados en este arbitraje, seguramente son 

propiedad de la Sociedad. La resistencia de los Directores Demandantes 
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y el consentimiento de los Demandados parecen estar alineados con la 

postura tomada por los Demandantes en el proceso que llevó a nuestro 

2º PFA, es decir, que nuestro Tribunal no tiene el poder de exigir ningún 

proceder de las afiliadas de DTH y sus empleados. Pero ese Laudo 

continúa con plena validez y efecto, por lo que hoy, nuestro fallo previo 

sobre la responsabilidad de DTH y el señor Hernández por el proceder de 

los empleados de DTH, afiliadas y empleados controla el proceso ante 

nosotros. 

 

74. Asimismo, el 1 de febrero, los Demandados presentaron un correo 

electrónico del señor Garzaro para los miembros de la Junta Directiva 

que fue copiado a todos los abogados comparecientes en este arbitraje, 

de fecha 1 de febrero, 2023 a las 2:31 am. En dicho correo, el señor 

Garzaro afirma que la acusación de los Demandantes de que el arbitraje 

de Perú había sido provocado por el señor Hernández “no tiene 

fundamento” y luego indica: “No tenemos conocimiento de su disputa 

en Estados Unidos” (una afirmación contraria al hecho de que el señor 

Garzaro y la señora Merino y el señor Ortiz presentaron un testimonio 

escrito extenso en este arbitraje). 

 

75. En cuanto a la asignación de la carga probatoria sobre los asuntos de los 

hechos controvertidos en un arbitraje internacional, queda a la sensata 

discreción del Tribunal. El contexto específico afecta razonablemente 

dicha asignación, y aquí donde los solicitantes que buscan una medida 

cautelar urgente no pueden aprovechar los procesos de divulgación 

que las Normas Comerciales establecen, consideramos apropiado 

asignar la carga a la parte que tiene la custodia y control de la evidencia 

pertinente, los Demandados. También consideramos que los 

Demandantes cambiaron la carga probatoria a los Demandados en 

relación al asunto de los hechos controvertidos sobre el respaldo de los 

Demandados hacia los Arbitrajes Extranjeros, proporcionando evidencia 

de (1) la capacidad de los Demandados y, especialmente, del señor 
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Hernández para dirigir y controlar y, en efecto, imponer a través de 

intimidación, el proceder de los Directores Demandantes y otros 

empleados de DTH y sus afiliadas y de actuar unilateralmente para 

afectar negativamente su estatus a su gusto y antojo y (2) el testimonio 

escrito previo en este arbitraje para respaldar las posturas de los 

Demandados, incluyendo pero no limitando a la contrademanda de la 

Violación al Rechazo de Torres hecha por los Directores Demandantes: la 

señora Merino y los señores Garzaro y Ortiz. 

 

76. Nuestra asignación de la carga probatoria, así como nuestra 

determinación definitiva, se refuerza con el hecho de que la defensa 

principal de los Demandados en este proceso a la acusación de los 

Demandantes de que ellos respaldaron los Arbitrajes Extranjeros es – 

además de no tener ninguna carga para refutar dichas acusaciones – 

que los Demandados no solo no tenían motivos para respaldar los 

Arbitrajes Extranjeros sino que dichos procesos eran perjudiciales para los 

intereses de los Demandados. Aun así, los Demandantes señalaron de 

forma convincente que la pendencia de los Arbitrajes Extranjeros en 

realidad sirve para la oposición perdurable de los Demandados en 

cuanto a la venta de la Sociedad, frustrando el interés de posibles 

compradores que consideren la adquisición de la Sociedad y revocando 

la efectividad de nuestra suspensión del proceso de las contrademandas 

de los Demandados y el potencial efecto coactivo de dicha suspensión 

que podría potencialmente provocar que los Demandados cumplieren 

con nuestras órdenes de noviembre de 2021 y marzo de 2022. (Feb. 2, 

2023, Audiencia Tr. En 40-41). 

 

77. Los Demandados, por lo tanto, en el control total de la evidencia de su 

propia conducta, tenían la carga probatoria sobre este asunto de 

hechos controvertidos, y no pudieron sustentarla. Un correo electrónico 

como el que creó el señor Garzaro el 1 de febrero, 2023 no sustenta la 

carga probatoria de los Demandados. Solamente sirve para agravar e 
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intensificar la disputa sobre si el señor Garzaro escribe dichos correos en 

servicio al señor Hernández. Lo mismo se puede decir de la 

correspondencia del señor Garzaro y la señora Merino de fecha 13 de 

enero, 2023 (PPT/AMLQ Ex. B) enviada a los abogados de Peppertree en 

Perú en los que afirmaron que no podían confirmar la autenticidad de la 

resolución de Directores iniciada y firmada por el señor Hernández y su 

negativa a acatar esa resolución, incluso después de que los correos 

electrónicos del señor Rainieri y el señor Hernández del 25 de enero, 2023 

(presentados por los Demandados) confirmaron su autenticidad. 

 

78. Por lo tanto, basados en la combinación de conclusiones adversas y la 

falta de cumplimiento con la carga probatoria, sobre la evidencia de los 

Demandantes y sobre la oposición de los Demandados a la medida 

solicitada por los Demandantes, basada en motivos altamente técnicos 

y poco convincentes, consideramos como hechos: (1) que los 

Demandados, en lo mínimo, apoyaron los Arbitrajes Extranjeros y (2) que 

la propuesta de resolución de Directores, con el fin de desistir de los 

Arbitrajes Extranjeros, fue un pretexto para esconder su apoyo continuo 

a dichos arbitrajes. 

 

79. Es a raíz de estas determinaciones de hecho que no pueden ser 

aceptados los argumentos legales de los Demandados que la medida 

cautelar es innecesaria porque la Junta es quien debería determinar 

cómo responder a los Arbitrajes Extranjeros. 

 

D.-2. Las Órdenes Judiciales de Perú 

80. Las Partes, en las presentaciones iniciales, hicieron referencia a una orden 

judicial ex parte, dijeron que había sido emitida por un juez en Lima, Perú, 

a solicitud de los Directores Demandantes de Perú. Ninguna de las partes 

presentó al inicio las supuestas órdenes y, a solicitud del Tribunal, los 

Demandados las presentaron. Lo que se presentó (tal como se entiende 

de las traducciones al inglés presentadas) aparece en forma de dos 
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supuestas órdenes judiciales efectivamente idénticas, llamadas 

“medidas cautelares”, que pudieron haber sido emitidas el 12 de enero, 

2023 por el Juez Juan Gustavo Vasillas Solano del Juzgado Séptimo Civil-

Comercial en Lima. Las Órdenes pretenden instruir a la Sociedad para no 

alterar el estatus y las facultades [“ordinarias y naturales”] de la señora 

Merino y del señor Garzaro como Directores de las Subsidiarias de Perú, 

mientras dure el Arbitraje de Perú. Sin embargo, las Órdenes no portaban 

la firma manuscrita del juez identificado o de cualquier otro oficial de la 

Corte. Los documentos traducidos indican que alguien pudo haber 

firmado digitalmente, pero esto no está claro – tanto como la presencia 

de una firma digital de un Juez como la vigencia, si existe, de una firma 

digital de la corte que la emitió. 

 

81. A pesar de que nuestro Tribunal les ordenó a las Partes obtener y 

proporcionar copias debidamente autenticadas de las Órdenes junto 

con las traducciones certificadas, y nuestra orientación sobre la pregunta 

si las órdenes son de autoautenticación la haríamos según la Regla 

Federal de Evidencia 903(b), las Partes, no solo no han cumplido, sino, en 

su lugar, apenas han proporcionado las declaraciones de sus respectivos 

abogados, no sabemos con qué fundamento, que estas Órdenes fueron 

emitidas, en efecto, por un Juez en Perú. Tenemos un correo electrónico 

donde así lo afirma el abogado de los Demandados, el señor Smith, el 30 

de enero, 2023 y un correo electrónico del abogado de los 

Demandantes, el señor Djordjevic afirmando lo mismo el 31 de enero, 

2023. Ninguno de estos correos fue una declaración formal. Las Partes, en 

esos correos, pueden parecer haber estipulado que no impugnan la 

autenticidad de las Órdenes. Pero no nos queda claro si existe dicha 

estipulación, especialmente porque en la audiencia oral del 2 de 

febrero, 2023 el abogado de los Demandados no confió en las supuestas 

órdenes, una postura contraria a las declaraciones escritas previas de los 

Demandados. 
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82. Nuestra preocupación por la autenticidad de las Órdenes 

(especialmente si son órdenes que están en el archivo electrónico de la 

Corte que aún no tienen el visto bueno del Juez) se intensificó por la 

recepción de una opinión escrita sobre el proceso aplicable para la 

notificación de las Órdenes, escrita por el codefensor peruano de la 

Sociedad, nombrado por los Demandados, de fecha 1 de febrero, 2023 

y enviada como evidencia por los Demandados en esa fecha (Ex. R-27). 

De acuerdo con dicha opinión, existen tres posibles métodos para 

notificar en el extranjero a la Sociedad, como una sociedad de las Islas 

Vírgenes Británicas: 

a. La Sociedad podrá decidir unilateralmente comparecer ante el 

juez y solicitar que se le notifique la orden judicial a una dirección 

en Perú.4 

b. El Juez puede enviar una notificación formal de la orden judicial 

desde Perú al domicilio legal de la Sociedad en las Islas Vírgenes 

Británicas. 

c. Una vez que el tribunal de arbitraje se encuentre en el proceso 

iniciado por las Subsidiarias y Directores peruanos, el Tribunal 

notificará la orden judicial por correo electrónico a la Sociedad, 

siendo esta una notificación formal, de conformidad con el 

reglamento de arbitraje. 

 

(Ex. R-27 en p. 7). 

 

83. Evidentemente, ningún Juez en Perú envió una notificación formal a la 

Sociedad en BVI, pues la Sociedad o las Partes lo habrían notificado al 

Tribunal. Y la transmisión de las órdenes, en primera instancia, por el 

Tribunal de Arbitraje de Perú, una vez plenamente constituidas, podría 

parecer antiética para las medidas cautelares urgentes supuestamente 

otorgadas en estas Órdenes, es decir, prohibir el despido inmediato de 

los Directores Demandantes en Perú. Si el Juez tenía la intención de que 

las Órdenes tuvieran efecto inmediato y urgente, no tendría sentido 
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permitir una interrupción indefinida, antes de constituir el Tribunal, en el 

que la Sociedad y/o DTH pudieran realizar los despidos, o cambiar las 

responsabilidades, de los Directores Demandantes. Además, las Órdenes, 

según la traducción al inglés, requieren de un método de notificación 

completamente diferente, es decir, “a través de una orden 

internacional”. Esto genera la pregunta, no solo porque no se menciona 

como un método de notificación, según la opinión de los abogados 

peruanos de los Demandados, sino también porque Perú, hasta donde 

sabemos, no es parte de la Convención de La Haya en relación a las 

notificaciones (www.travel.state.gov/content/travel/en/legal/Judicial-

Assistance-Country-Information/Peru.html, última visita el 7 de febrero, 

2023). Además, el recurso en línea del Departamento de Estado de 

Estados Unidos citó reportes de que Perú es parte de la Convención de 

La Haya, en relación a la Apostilla, y que “la autoridad competente de 

Perú para la Convención de la Haya en relación a la Apostilla 

autenticará los documentos públicos peruanos”. (Id.) Pero ninguna de las 

Partes indica que esto se ha realizado, o que lo han intentado hacer. 

Asimismo, ninguna de las Partes muestra evidencia que las supuestas 

Órdenes han sido notificadas de ningún modo que cualquiera de las 

partes las constituyan como válidas y efectivas. 

 

84. El Tribunal no llega a ninguna conclusión en relación a la autenticidad de 

las Órdenes. En el alegato oral del 2 de febrero, 2023, los Demandados 

no dependieron de ellas como fundamento para argumentar que una 

violación potencial a las Órdenes sería un factor para que los miembros 

de la Junta Directiva de la Sociedad decidieran despedir a los Directores 

Demandantes en Perú y reemplazarlos con nuevos Directores, quienes 

desistirían de los Arbitrajes de Perú, o eximirlos de la responsabilidad en 

relación al inicio y seguimiento de los procesos legales. Esto, junto con el 

hecho indiscutible que las supuestas Órdenes no han sido notificadas, 

respalda nuestra conclusión que las supuestas Órdenes no forman parte 

en nuestra consideración de la solicitud de la medida cautelar de 

http://www.travel.state.gov/content/travel/en/legal/Judicial-Assistance-Country-Information/Peru.html
http://www.travel.state.gov/content/travel/en/legal/Judicial-Assistance-Country-Information/Peru.html
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PPT/AMLQ. También notamos que las Órdenes se obtuvieron – asumiendo 

que así fue – en un proceso exclusivamente ex parte en el que la 

Sociedad y los Demandantes no fueron notificados ni tuvieron la 

oportunidad de ser escuchados. Los Demandados afirmaron en su 

presentación del 30 de enero, 2023 que, en conjunto con la opinión de 

su codefensor peruano para la Sociedad (Ex. R-27), solicitar a la Corte 

una copia certificada de la orden judicial sería un riesgo de aceptación 

de notificación de la misma. Pero, en realidad, esta afirmación no pudo 

ser encontrada en Ex. R-27. No solo los Demandados citan una opinión 

de un abogado peruano sobre una declaración que no hicieron, sino 

que no ofrecen ninguna explicación de por qué no usaron el servicio de 

autenticación de conformidad con la Convención de La Haya en 

relación a la Apostilla. Nuestras dudas sobre la autenticidad de las 

supuestas órdenes judiciales, en consecuencia, se han incrementado. 

 

E. Análisis Legal 

E.-1. Normas Legales Aplicables 

85. La Norma R-37 de las Normas Comerciales de Arbitraje AAA establece, 

en sus partes conducentes: 

(a) El árbitro podrá tomar cualesquiera medidas provisionales que 

considere necesarias, incluyendo medidas cautelares y medidas para 

la protección o conservación de los bienes y disposición de productos 

perecederos. 

(b) Dichas medidas provisionales podrán ser en forma de laudos 

provisionales y el árbitro podrá requerir una garantía para los costes 

de dichas medidas. 

 

86. Además, mientras las medidas provisionales funcionen como reparación 

o compensación, la Norma R-47 también es relevante. Estipula que “el 

árbitro podrá otorga cualquier reparación o compensación que 

considere justa y equitativa, incluyendo pero no limitando a la ejecución 

específica de un contrato”. 
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87. Sin embargo, debemos ser claros sobre cómo interpretamos el requisito 

de la Norma R-37 en relación a que la medida cautelar debe ser 

“necesaria”. En esa frase, cuando la Norma es aplicada en un arbitraje 

internacional, está implícito el requisito de que la medida debe ser 

necesaria para evitarle al solicitante un perjuicio que “no sea 

adecuadamente reparable con una indemnización por daños y 

perjuicios” y que dicho perjuicio “supere considerablemente al daño” 

para la parte a quien va dirigida la medida. Ver la Ley Modelo de la 

CNUDMI sobre el Arbitraje Comercial Internacional, Art. 17, subsección 

(1)(a); también ver M.J. Goldstein, A Glance Into History for the 

Emergency Arbitrator, 40 Fordham Int’l L.J. 779 (2017). 

 

88. Por lo tanto, lógicamente nosotros también adoptamos el criterio de la 

Ley Modelo de que el solicitante de la medida cautelar debe demostrar 

“una posibilidad razonable que la demanda del solicitante prosperará”. 

Mientras que las medidas provisionales solicitadas por PPT/AMLQ son en 

auxilio de la efectividad de la medida cautelar que ya otorgamos, es 

decir, el 1er y 2º PFA y no la nueva medida cautelar que PPT/AMLQ solicita, 

consideramos que este criterio se ha cumplido satisfactoriamente. Dicho 

de otra manera, siempre y cuando la medida cautelar esté relacionada 

a las posibilidades de la venta de la Sociedad, PPT/AMLQ ya ganó sobre 

el asunto si la Sociedad debe venderse, en nuestro 1er PFA. En cuanto a 

la medida cautelar que tiene por objeto requerir arbitraje por las 

contrademandas de los Demandados en este arbitraje, la postura de los 

Demandados es que están de acuerdo. 

 

89. Donde los acuerdos de arbitraje de las Partes disponen de una norma 

para que los árbitros emitan medidas provisionales, los árbitros tienen la 

facultad de otorgar las medidas provisionales de acuerdo a dichas 

normas aun cuando la forma de dicha medida no puede ser 

directamente dada por una corte bajo las leyes que la rigen en dicha 

corte. Ver CE Int’l Resources Holdings LLC v. S.A. Minerals Ltd. Partnership, 
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2012 WL 6178236 en **3-5 (S.D.N.Y. 10 de dic., 2012). Eso no quiere decir, 

sin embargo, que nuestra discreción para decidir si otorgar una orden en 

contra del arbitraje, o una compensación para lograrlo, no deba 

informarse por las principales cortes aplicaría si las medidas hubieren sido 

solicitadas en las cortes. Las medidas que adoptamos hoy son 

completamente consistentes con las leyes de arbitraje de Nueva York. 

 

90. Bajo las leyes de arbitraje de Nueva York, “[a] la parte que busque la 

ejecución de un acuerdo válido para el arbitraje en Nueva York bajo 

CPLR 7503(a) tiene derecho a medidas cautelares contra futuros 

procesos en tribunales de otras jurisdicciones en relación a asuntos dentro 

del alcance del acuerdo de arbitraje”. Con respecto a 

PriceWaterhouseCoopers, LLP v. Cahill, 205 A.D. 3d 463,464 (1er Dep’t 

2022). Cahill está dentro de una línea directa de la jurisprudencia de 

arbitraje de Nueva York de un caso aquí citado por PPT/AMLQ y los 

Demandados, Curtis, Mallet-Prevost, Colt & Mosle, LLP v. Garza-Morales, 

308 A.D. 2d 261,263 (1er Dep’t 2003), donde la División de Apelaciones 

invocó “el principio establecido sobre que una parte que busque la 

ejecución de un acuerdo válido para el arbitraje en Nueva York bajo 

CPLR 7503(b), como parte de la rutina, tiene derecho a medidas 

cautelares contra futuros procesos en otras jurisdicciones en relación a 

asuntos dentro del alcance del acuerdo de arbitraje” (énfasis añadido). 

 

91. El Primer Departamento en ambos casos, Curtis y Cahill, citó a S.M. Wolff 

Co. v. Tulkoff, 9 N.Y.2d 356 (1964), donde la Corte de Apelaciones de 

Nueva York sostuvo que el precursor del CPLR 7503, sección 1451 de la 

Ley y Normas de Práctica Civil, autorizó una suspensión del proceso 

presentado ante una entidad federal fuera de Nueva York en violación 

del acuerdo de arbitraje que estipula el arbitraje en Nueva York. El 

Tribunal Supremo del Estado declaró en las partes conducentes: 

Las cortes de este Estado tienen la facultad de suspender procesos sin 
importar dónde se encuentren pendientes. De haber sido el diseño de 
nuestra Legislatura limitar la suspensión, tal como lo solicitan los 
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Demandados, las palabras hubieren estado a la vista para reflejar ese 
diseño… Negarle a nuestras cortes la facultad de otorgar ejecuciones 
específicas de una cláusula de arbitraje ordenando el seguimiento de 
los procesos extranjeros sería un retroceso. Reestablecería 
parcialmente la doctrina abandonada hace tiempo sobre que un 
acuerdo para arbitraje es revocable. No podemos y no debemos 
tomar dicha medida a menos que la Legislatura lo ordene 
expresamente. 

  
9 N.Y. 2d en 361-62. 
 
92. Si la medida cautelar solicitada por PPT/AMLQ la hubiere solicitado en 

primera instancia una corte aplicando la ley de Nueva York, 

posiblemente se habría hecho un argumento de que la facultad de la 

corte de suspender los procesos extranjeros bajo esta jurisprudencia es 

ejercitable solamente junto con la moción de llevar a cabo el arbitraje. 

Pero esa posible limitación no nos afecta porque nuestras facultades 

para otorgar medidas cautelares se rigen bajo los acuerdos de arbitraje 

de las Partes y, a su vez, por las Normas R-37 y R-47(a) de las Normas 

Comerciales de Arbitraje AAA. Ver CE Int’l Resources Holding, supra. 

 

93. Queda a nuestra discreción, aplicando esas normas de arbitraje, concluir 

que las facultades que las cortes de Nueva York puedan ejercer para 

una orden de no demandar para respaldar la ejecución de un acuerdo 

de arbitraje que establezca los mismos en y bajo las leyes de Nueva York, 

son un marco de referencia apropiado para el ejercicio de esas 

facultades para los árbitros internacionales con sede en Nueva York al 

confrontar ataques colaterales a y obstrucción de la efectividad de sus 

propios laudos y órdenes previos que hayan emitido de conformidad con 

los acuerdos de arbitraje que establezcan los mismos en y bajo las leyes 

de Nueva York. 

 

94. Los Demandados nos recomiendan que nos guiemos por los principios 

que aplican las cortes federales cuando consideremos otorgar una 

orden de no demandar en un contexto no arbitrario, casos como China 

Trade & Dev. Corp. v. M.V. Choong Yong, 837 F.2d 33 (2d Cir. 1987) y 
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Paramedics Electromedicina Comercial, Ltda. v. GE Medical Systems 

Information Technologies, Inc., 369 F.3d 645 (2d Cir. 2004). (1 de feb., 2023 

de los Demandados Br. En 4-6). (En efecto, el Tribunal mencionó estos 

casos a las Partes para pedir sus comentarios en la jurisprudencia de la 

orden federal de no demandar, en PO 2023-02). Bajo estos casos, los 

Demandados sostienen que el primer requisito para una orden de no 

demandar es que las partes sean las mismas ante la corte ordenante y la 

corte en la que se llevará a cabo. Los Demandados sostienen que este 

requisito no se cumple aquí porque los FACCs y los Directores 

Demandantes no son parte en este caso y que nuestro análisis debe 

detenerse con la conclusión de que no se cumple con el primer 

“requisito” para una orden de no demandar. 

 

95. Pero en el caso Paramedics, tal como los Demandantes observaron (2 

de febrero, 2023 Tr. En 81), se interpretó el requisito de China Trade que la 

identidad de la parte debe satisfacerse cuando hay “suficiente 

similaridad”. Paramedics, 369 F.3d en 652. Y, en efecto, en un caso 

reciente, una corte federal del Distrito Sur de Nueva York observó que “las 

decisiones al interpretar China Trade han sostenido que… las partes no 

necesariamente deben ser idénticas en ambos casos, siempre y cuando 

las partes reales sean las mismas… Aquí, las partes en ambos casos son… 

suficientemente similares para cumplir con el primer requisito de China 

Trade porque Banamex es una subsidiaria totalmente propiedad de 

Citigroup”. Citigroup, Inc. v. Sayeg, 2022 WL 179203 en **8-9 (S.D.N.Y. 20 

de ene., 2022) (se omitieron las citas internas y comillas)14. 

 

 
14 Ninguna de las partes ha citado este caso. Mientras que esto pudiera ser una razón 
discrecional para que el Tribunal no dependa de él o para darle la oportunidad a la Partes 
para comentar antes de que lo citemos, aquí no es necesario porque este es un contexto 
de medida cautelar urgente y también porque dirigimos a las Partes hacia el caso Citigroup. 
En la Orden Procesal No. 2023-02, les instruimos a las Partes identificar y considerar la 
descendencia relevante del caso Paramedics, del cual seguramente este caso Citigroup 
es uno y, posiblemente, el más reciente. 
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96. En el siguiente análisis del Tribunal, abordamos las afirmaciones de los 

Demandados sobre que las Partes en los Arbitrajes Extranjeros no son 

completamente las Partes en este arbitraje, aun cuando los FACCs son 

subsidiarias de propiedad absoluta indirectas de la Sociedad y los 

Directores Demandantes prestan sus servicios con la aprobación de la 

Sociedad. Pero nos enfocaremos en ese análisis principalmente para 

abordar las afirmaciones de los Demandados, bajo la hipótesis 

(comparativa) que consideramos las normas en general de las órdenes 

federales de no demandar en lugar de las normas de no demandar de 

Nueva York en relación al arbitraje en Nueva York, para poder 

proporcionar una guía más adecuada. 

 

97. Sin embargo, estamos considerablemente más influidos por la 

jurisprudencia de Nueva York discutida en paras. 90-91. Esa jurisprudencia 

capta precisamente cómo un Tribunal al que se le solicita dar efecto a 

un acuerdo de arbitraje que estipula los arbitrajes en y bajo las leyes de 

Nueva York debería tratar los procesos extranjeros que socavan las 

políticas a favor del arbitraje en Nueva York, los acuerdos de arbitraje en 

juego y los resultados de esos arbitrajes15. Y en esa jurisprudencia, según 

nosotros, no hace que la disponibilidad de una orden de no demandar 

dependa de los factores que reúna China Trade. Los casos de Nueva 

York se enfocan en la materia que tienen en común entre los procesos 

extranjeros y el arbitraje de Nueva York al que las partes acordaron. 

 

E.-2. Aplicación de las Normas 

 E.-2.1. Obstrucción del PFA 1 como Daño Irreparable 

98. PPT/AMLQ sostienen que han sido perjudicados de forma irreparable 

debido a la pendencia de los Arbitrajes Extranjeros y a la amenaza de 

Arbitrajes Extranjeros adicionales porque los posibles compradores de la 

 
15 Además del caso Curtis, los casos de órdenes de no demandar en Nueva York citados en 
la declaración de los Demandados del 24 de enero, 2023 no corresponden a órdenes para 
proteger la opción del solicitante de realizar el arbitraje en Nueva York y, por lo tanto, no 
consideramos que aporten una guía adecuada para nuestra decisión. 
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Sociedad, que nuestro ahora confirmado 1er PFA así lo ordenó, podrían 

desanimarse para ofertar debido a estas manifestaciones de 

desacuerdos internos entre los Accionistas y entre la Sociedad y sus 

subsidiarias operativas locales. Su fundamento es que le corresponde a 

la Junta y no al Tribunal encontrar un camino para terminar los Arbitrajes 

Extranjeros. 

 

99. Consideramos que las afirmaciones de PPT/AMLQ tienen mérito. En el 1er 

PFA encontramos como base para otorgar cumplimientos específicos 

para la venta de la Sociedad (en la forma especificada en el SHA) que 

la indemnización pecuniaria no era una compensación adecuada, pues 

rechazamos las afirmaciones de los Demandados que la indemnización 

pecuniaria sería una compensación adecuada. El impedimento de una 

compensación equitativa ya otorgada en un Laudo – aquí una 

interferencia con la efectividad de la compensación de la Venta de la 

Sociedad, perjudicando tanto la posibilidad de la venta como el precio 

disponible, en formas que no pueden medirse de forma adecuada – es 

en sí un perjuicio cuya reparación adecuada no es una indemnización 

pecuniaria. 

 

100. El sentido común comercial os dice que los posibles compradores de 

la Sociedad se mantendrán al margen porque no pueden evaluar la 

deficiencia de las operaciones de la Sociedad como resultado del 

estado actual de los asuntos a nivel local en Perú y Guatemala (y 

posiblemente en otros lugares). Un comprador se podría preguntar 

razonablemente si podría efectivamente adquirir las operaciones a esos 

niveles locales y si puede obtener la liberación general aplicable por 

parte de los Demandados, de los FACCs y las otras Subsidiarias y de los 

Directores Demandantes y los otros Directores de las Subsidiarias. En 

resumen, si no se pueden obtener el título y el control de forma clara, sin 

riesgo de responsabilidades posteriores a la adquisición, por una simple 

negociación a través de un banco inversor actuando conjuntamente en 
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nombre de todos los Accionistas, ¿por qué un comprador interesado 

seguiría estando interesado? 

 

101. No estamos en la posición de medir este perjuicio en términos 

monetarios. Observamos, en el 1er PFA, que podríamos eventualmente 

abordar un declaración de los Demandantes para sustituir una suma de 

dinero por la venta de la Sociedad si la Sociedad no puede venderse, u 

otorgar alguna indemnización pecuniaria si existe una venta pero a un 

precio menor al que PPT/AMLQ afirman que pudieren haber obtenido en 

2021 de no haber existido disputas ni arbitrajes y el tipo de desacuerdo 

interno que marcó el periodo 2021 a la fecha, según detalles en el 2º PFA. 

Pero, según observamos en el 1er PFA, el hecho de que pudiéramos 

vernos forzados a ponerle un valor a esta pérdida no hace adecuada 

una indemnización pecuniaria sino solamente potencialmente 

necesaria. 

 

E.-2.2. Ataque Colateral al 2º PFA como Daño Irreparable 

102. En el 2º PFA impusimos una sanción a los Demandados bajo la Norma 

AAA R-58 por su incumplimiento con varias de nuestras órdenes, que 

imponían una suspensión de los procesos de contrademandas de los 

Demandados que sería levantada si los Demandados cumplían con 

todas nuestras órdenes y laudos, lo cual no ha sido el caso. Hasta este 

momento, parece que los Demandados no tienen la intención de 

cumplir. Presentaron una Notificación de Apelación de la sentencia del 

tribunal federal confirmando el 1er PFA. También mantienen su demanda 

separada en el Distrito Sur de Nueva York por una sentencia para disolver 

y requerir el reemplazo de este Tribunal basándose en que estamos muy 

sesgados en contra de los Demandados como para que se nos permita 

continuar. 

 

103. Si no se otorga la medida cautelar para terminar los Arbitrajes 

Extranjeros sin llevar a cabo ningún proceso en los mismos, existe un riesgo 
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significativo de imposibilitar la efectividad de la suspensión de las 

contrademandas de los Demandados que impusimos en el 2º PFA, un 

riesgo significativo para que la confirmación pendiente y las solicitudes 

de anulación en el Distrito Sur de Nueva York dejen de ser los medios 

exclusivos para impugnar ese aspecto del 2º PFA y que una sentencia 

confirmando el 2º PFA no detenga los Arbitrajes Extranjeros. 

 

104. Además, las etapas en los Arbitrajes Extranjeros que están lejos de los 

laudos finales sobre los méritos, crean inevitablemente un perjuicio que 

no puede repararse adecuadamente a través de una indemnización 

pecuniaria. Los Demandantes y los Demandados acordaron arbitrar las 

disputas entre ellos bajo el El Reglamento Comercial de la AAA ante un 

Tribunal elegido de conformidad a esas normas, en una sede de arbitraje 

de Nueva York, en inglés, bajo las leyes de Nueva York. El hecho de que 

los elementos de dichos acuerdos tengan un valor que el dinero no 

puede sustituir, se refleja en el hecho de que la Ley de Arbitraje Federal, 

el CPLR de Nueva York, Artículo 75, la Convención sobre el 

Reconocimiento y Ejecución de Sentencias Arbitrales Extranjeras de las 

Naciones Unidas de 1958 (Convención de Nueva York) y la Convención 

Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional (Convención de 

Panamá) requieren que dichos acuerdos sean específicamente 

ejecutados por las cortes y que las cortes suspendan o desestimen los 

litigios en contravención de dichos acuerdos. La creación de las 

contrademandas de los Demandados en arbitrajes en cada país a nivel 

de Subsidiarias priva a los Demandantes de los derechos claramente 

protegidos por los acuerdos de arbitraje en el SHA, el Acuerdo de 

Desarrollo y el Contrato de S&A, por los que las Convenciones de Nueva 

York y Panamá, los FAA y el Artículo 75 del CPLR constituyen evidencia 

clara de que la indemnización pecuniaria no es un sustituto adecuado 

para la ejecución específica de dichos acuerdos. 
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105. Asimismo, las Partes acordaron que “el laudo arbitral… será final y 

vinculante para las partes” (SHA, Sección 8.15). Al acordar vincularse al 

arbitraje en Nueva York, las Partes acordaron que la anulación de un 

laudo por parte de una corte estatal o federal en Nueva York aplicando 

el FAA y las Convenciones de Nueva York y/o Panamá sería el único 

recurso en contra de la vinculación al laudo arbitral. Arbitrar las 

contrademandas de los Demandados subdividiéndolas en piezas 

múltiples por país y volver a sus subsidiarias locales operativas y directores 

en demandantes nominales, e invocar las cláusulas de arbitraje que 

requieren las mismas bajo diferentes normas y diferentes leyes y en idioma 

distinto, cuando nuestro 2º PFA suspende esas contrademandas hasta 

que las condiciones en la misma para levantar dicha suspensión se 

hayan cumplido, violan no solo el compromiso al arbitraje AAA en Nueva 

York sino también el compromiso a la exclusividad de la revisión de los 

laudos resultantes del FAA. Ver Gulf LNG Energy, LLC v. ENI USA Gas 

Marketing LLC, 242 A.3d 575, 578 (Del. 2020), cert. denegada, 142 S. Ct. 

76 (2021) (“Bajo el FAA, las cortes tienen la facultad exclusiva de revisar y 

ejecutar los laudos arbitrales. Una parte no puede evadir el plazo y el 

proceso de revisión exclusiva del FAA presentando un arbitraje de 

seguimiento, atacando el resultado del arbitraje previo”). 

 

E.-2.3. Los Daños a los Demandantes si se Deniega la Medida Cautelar 

Supera Significativamente los Daños a los Demandados si se Otorga la 

Medida Cautelar 

106. Los Demandados no son “perjudicados” por la medida cautelar 

solicitada. La medida cautelar simplemente manteniente el status quo 

actual en este arbitraje, es decir, la suspensión de los procesos de las 

contrademandas de los Demandados. Las declaraciones de los 

Demandados, como tal, no reclaman ningún perjuicio: ellos afirman que 

quieren dar por terminados los Arbitrajes Extranjeros. En todo caso, la 

capacidad unilateral y sin restricciones de los Demandados para concluir 

la suspensión de los procesos de sus Contrademandas continuará tal y 
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como estaba antes de que los Arbitrajes Extranjeros comenzaran. 

Simplemente deben cumplir con nuestros laudos y órdenes previos. Y la 

moción de los Demandados para revocar nuestro 2º PFA continúa 

sometida a la Corte del Distrito Sur de Nueva York. 

 

107. El potencial efecto positivo en las posibilidades para vender la 

Sociedad no es un perjuicio para los Demandados como resultado del 

otorgamiento de la medida cautelar. Es simplemente un intento de 

restaurar el status quo en relación a las perspectivas de comercialización 

de la Sociedad a como estaba antes de iniciar los Arbitrajes Extranjeros. 

 

E.-3. Abordando las Afirmaciones de los Demandados 

  E.-3.1. Deferencia al Tribunal en los Arbitrajes Extranjeros 

108. Los Demandados argumentaron en la audiencia oral que: “El principio 

de deferencia a los acuerdos de arbitraje deben aplicarse 

equitativamente a los arbitrajes aun cuando creemos que no tienen 

mérito, aun si creemos que son perniciosos”. (2 de febrero, 2023 Tr. En 

105). Este argumento no es persuasivo por la razón indicada en el 

siguiente párrafo. 

 

109. El argumento de los Demandados fusiona dos principios en uno solo. 

Un principio relacionado a los acuerdos de arbitraje, bajo la ley federal y 

la ley de arbitraje de Nueva York aplicables a este arbitraje, es que los 

acuerdos de arbitraje válidos los deben ejecutar las cortes o tribunales 

de arbitraje que tengan jurisdicción, de conformidad con sus términos, 

cuando se así se les solicite. Ver, por ejemplo, Monarch Consulting, Inc. v. 

Nat’l Union Fire Ins. Co., 26 N.Y.3d 659, 665 (2016), citando de American 

Express Co. v. Italian Colors Restaurant, 570 U.S. 228, 233 (2013). Ninguna 

de las partes nos ha solicitado ejecutar los acuerdos de arbitraje respecto 

a los documentos constitutivos de los FACCs. Un segundo principio es que 

cuando un tribunal de arbitraje decide sobre un asunto que ha sido 

válidamente delegado a ese tribunal de conformidad con el acuerdo 
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de arbitraje, la revisión judicial del laudo sobre dicho asunto está sujeta a 

la competencia de la revisión estipulada en la ley de arbitraje aplicable 

en la sede arbitral o (si fuera diferente) la ley de arbitraje a la que las 

partes hayan sometido dicho acuerdo. Ver, por ejemplo, Firt Options of 

Chicago, Inc. v. Kaplan, 514 U.S. 938, 943 (1995); Beijing Shougang Mining 

Inv. Co. v. Mongolia, 11 F.4º 144, 160-62 (2d Cr. 2021), cert. denegada, 142 

S. Ct. 2889 (2022); Yusuf Ahmed Alghanim & Sons v. Toys “R” Us, Inc., 126 

F.3d 15, 21-23 (2d Cir. 1997), cert. denegada, 522 U.S. 1111 (1998). Aquí, 

aplicamos la Ley Federal de Arbitraje y el Artículo 75 del CPLR de Nueva 

York. Ese es un principio que implica “deferencia” judicial a los laudos 

arbitrales por parte de las cortes, no deferencia arbitral a los arbitrajes 

opuestos donde los asuntos ya sometidos al primer tribunal se someten 

para ser arbitrados en otro. El “principio de deferencia a los acuerdos de 

arbitraje” tal como lo expresaron los abogados de los Demandados no 

existe, hasta donde sabemos, y por lo tanto no vemos motivo para 

aplicarlo. 

 

E.-3.2. El Tribunal Actuando Más Allá de su Jurisdicción 

110. Al vincular la observación de “jurisdicción limitada” indicada por el 

abogado de los Demandados en su correo electrónico del 4 de enero 

(citado en el párrafo 53 anterior) con los argumentos presentados por los 

Demandados en su escrito posterior y las declaraciones orales, 

entendemos que la postura de los Demandados es que la Solicitud está 

fuera de nuestra jurisdicción porque el SHA vuelve la pregunta de qué 

hacer en relación a los Arbitrajes Extranjeros en un asunto para la Junta 

Directiva de la Sociedad, no una disputa entre los Accionistas. 

 

111. Resumiendo esta postura en la audiencia oral, los Demandados 

argumentaron “Si realmente existe un punto muerto, si realmente no 

existe una vía de progreso y uno de nosotros está actuando de mala fe, 

ahí es cuando acudimos a ustedes y cuando ustedes deciden por 
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nosotros. Pero aún no estamos en ese punto”. (2 de febrero, 2023 Tr. en 

113). 

 

112. Nosotros vemos el asunto de otra manera. En nuestra opinión, 

cualquier propuesta, acción o falta de acción por parte de un miembro 

de la Junta, como el señor Hernández, o el Accionista que nombró al 

miembro de la Junta, es decir, Terra, cuyo efecto es privar a la otra 

Accionista o a la Sociedad del beneficio pleno y total de los acuerdos 

de arbitraje contenidos en el SHA, el Acuerdo de Desarrollo y el Contrato 

de S&A es una violación al pacto de buena fe y trato justo implícitos en 

los acuerdos de arbitraje e implícitos en los acuerdos más amplios en los 

que se sitúan los mismos. 

 

113. Según los propios términos del argumento de los Demandados, 

cuando una de las Partes ha actuado de mala fe, el Tribunal podrá 

implementar sus facultades correctivas para tratar los efectos adversos 

de dicha conducta. De acuerdo con los argumentos de los 

Demandados, no necesitamos mantenernos al margen simplemente 

porque un miembro de la Junta de la Sociedad (el señor Hernández) o la 

Accionista que lo nombró (Terra), pretende que la Junta rectifique las 

consecuencias de sus propias acciones e inacciones de mala fe. Y aquí, 

aparentemente, si entendemos lo que los Demandados afirman, 

debemos darnos cuenta que dicha rectificación se encuentra en 

progreso. Pero todo eso ocurrió en el tiempo entre el 2 de febrero, 2023, 

cuando los Demandados durante la audiencia oral nos pidieron esperar 

mientras la Junta Directiva buscaba un acuerdo de vía de progreso y la 

fecha de la emisión de este Laudo, siendo que (i) Terra reemplazó al 

señor Hernández como miembro de la Junta de Terra con William 

Méndez Araujo, un abogado interno cuyo historial relevante para este 

arbitraje está explicado en el párrafo 17 y (ii) el señor Porter apareció en 

este arbitraje como uno de los abogados de los Demandados. 
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114. Cuando un miembro de la Junta y/o el Accionista actúa de una 

manera en que afectan la existencia de los Arbitrajes Extranjeros que 

generan afirmaciones ya sometidas a arbitraje, por cualquier periodo, y 

buscan limitar lo que el miembro de la Junta o Accionista está preparado 

para hacer para dar por terminados esos arbitrajes, o balancear el deseo 

manifestado de dar por terminados los Arbitrajes Extranjeros con una 

supuesta preocupación sobre otros riesgos, potencialmente existe una 

violación de ese deber de buena fe. Y una vez exista una supuesta 

violación de ese deber de buena fe, se ha cruzado la línea de ser un 

asunto para deliberación de la Junta a una disputa que debe resolverse 

en un tribunal de arbitraje. Los Demandantes, al afirmar que el señor 

Hernández provocó los Arbitrajes Extranjeros, afirmaron dicha violación al 

deber de buena fe. Eso volvió esto en una disputa arbitral prima facie. 

 

115. Bajo las leyes de Nueva York, “el pacto de buena fe y trato justo 

implícito adopta un compromiso de que ninguna de las partes hará nada 

que tenga como efecto destruir o dañar el derecho de la otra parte para 

percibir los frutos del contrato… y se infringe cuando una parte actúa de 

tal manera que priva a la otra parte de los beneficios del contrato”. 

Parlux Fragrances, LLC v. S. Carter Enters., 204 A.D.3d 72, 91 (1er Dep’t 

2022) (énfasis añadido) (citas internas y comillas omitidas). 

 

116. Nuestra deducción que el señor Hernández ha apoyado los Arbitrajes 

Extranjeros, hecha en paras. 71 y 78, obliga a concluir que el señor 

Hernández violó el pacto implícito de buena fe y trato justo y que esta 

violación se le atribuye a los otros Demandados, quienes están bajo su 

control. El error del señor Hernández de amenazar a los Directores 

Demandantes con su despido inmediato de DTH y de la Sociedad si ellos 

no desistían inmediatamente de los Arbitrajes Extranjeros, también fue 

una violación. Su error de haberlos despedido y reemplazado con 

Directores quienes inmediatamente desistirían de los Arbitrajes Extranjeros 

también es una violación. La inclusión en la resolución de Directores 
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propuesta (Ex. R-7) de condiciones en relación al contrato laboral del 

abogado de la Sociedad y su omisión en esa resolución de las decisiones 

de reemplazar a los Directores Demandantes si no desistían de los 

Arbitrajes Extranjeros, es decir, la redacción de la Resolución de tal 

manera que se requerirían concesiones de los Demandantes y que 

tenderían a volver la resolución potencialmente inefectiva, también fue 

una violación. Su error de convocar inmediatamente a asambleas de 

Accionistas de las subsidiarias directas de la Sociedad que son 

Accionistas de los FACCs, hacerlas que revocaran o modificaran las 

facultades de los Directores Demandantes en relación a los procesos 

legales, también fue una violación. Todas esas violaciones son atribuidas 

a los otros Demandados a causa del control del señor Hernández. 

 

117. Los argumentos de los Demandados en favor de la deferencia a los 

Arbitrajes Extranjeros y en favor de las etapas para participar en esos 

arbitrajes, defendiéndolas, promueven la privación a PPT/AMLQ de todos 

los beneficios de los acuerdos de arbitrajes que aplican aquí y que, si se 

adoptaran, condonarían una serie de violaciones de los deberes de 

buena fe y trato justo por parte de los Demandados. En efecto, la opción 

de los Demandados de expresar dichos argumentos – mientras 

reconocen que los tribunales extranjeros no tienen jurisdicción sobre 

PPT/AMLQ y acuerdan que los Arbitrajes Extranjeros son “extraños” (2 de 

febrero, 2023 Tr. en 102) – traiciona por sí misma al verdadero objetivo de 

los Demandados para alterar este proceso. La caracterización de los 

Arbitrajes Extranjeros como “extraños” parece indiscutible pues los 

procesos involucran a subsidiarias que buscan indemnización por parte 

de su sociedad matriz que indirectamente las posee y del que los 

Demandados admiten que podrían mandar el repago de dichas 

indemnizaciones de regreso a la sociedad matriz. 

 

118. En la audiencia oral y en la evidencia escrita, los Demandados 

invocaron supuestos riesgos de responsabilidad de la ley laboral como 
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base para ejercer un criterio razonable a través de los miembros de la 

Junta Directiva para balancear las etapas para dar por finalizados los 

Arbitrajes Extranjeros con esos supuestos daños colaterales para la 

Sociedad. El abogado argumentó: “No soy experto en las leyes de Perú 

o Guatemala. Les hemos proporcionado opiniones expertas y ambas 

dicen que en esos países existe un riesgo real de una demanda laboral si 

se desisten y que dará como resultado, entre otras cosas, el embargo de 

las cuentas bancarias”. (2 de febrero, 2023 Tr. en 120). 

 

119. Este argumento podría hacer eco si los riesgos laborales a nivel de 

Subsidiarias se balancearan contra el objetivo de otra Sociedad pero no 

contra los acuerdos de arbitraje. Los acuerdos de arbitraje son 

incondicionales. Requieren que las disputas se resuelvan de conformidad 

a sus términos y no de otra forma, y nada dentro de los acuerdos de 

arbitraje somete su ejecución específica a otros parámetros a los que los 

Accionistas pudieran darle más valor. Si se aceptara el argumento de los 

Demandados, entonces ninguno de los Accionistas podría iniciar litigios 

en ningún foro deseado sobre alguna disputa que surja del SHA, y debatir 

en oposición a alguna moción para obligar a arbitraje, que la cuestión 

de arbitraje v. litigio es un asunto de la Junta Directiva, para que la Junta 

determine a su criterio, balanceando los riesgos colaterales asociados 

con la resolución de la disputa en un foro u otro. Simplemente esa no es 

la manera en que estos acuerdos de arbitraje se leen o la forma en que 

la ley de arbitraje de Estados Unidos y de Nueva York funcionan16. 

 

120. Por estas razones, la afirmación de los Demandados de que esto es 

un asunto de la Junta Directiva, no del Tribunal, no es aceptada. 

 

 
16 En todo caso, las afirmaciones de los Demandados sobre que existen auténticos riesgos 
de responsabilidad laboral para la Sociedad por potencialmente despedir a los Directores 
Demandantes debido a su insubordinación, en un asunto tan fundamental para la 
Sociedad como la opción del foro en el cual arbitrar $186 millones de contrademandas 
derivadas de los Accionistas, nos parece poco probable. 
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E.-3.3. No se Cumplen las Normas para la Orden Judicial Federal de No 

Demandar 

121. El abogado de los Demandados argumentó en la audiencia que las 

demandas paralelas derivadas de los mismos hechos no son inusuales, y 

que bajo la jurisprudencia federal, esta circunstancia por sí sola no es 

fundamento para una orden de no demandar. Los Demandados hacen 

referencia al caso Paramedics y argumentan que “no es poco común 

que existan litigios paralelos derivados del mismo conjunto de hechos”. 

(2 de febrero, 2023 Tr. en 104). 

 

122. Pero este caso involucra mucho más que solo unas demandas 

paralelas sobre los mismos hechos en dos cortes. El argumento de los 

Demandados omite consideraciones decisivas que van más allá de los 

arbitrajes paralelos que involucran hechos subyacentes paralelos. Terra 

recibió de PPT/AMLQ $112.5 millones como infusión de capital en 2015, 

en parte importante, por acordar resolver las disputas por medio de 

arbitraje en Nueva York, en inglés, bajo el El Reglamento Comercial de la 

AAA y por representar su propio poder y facultad total para llevar a cabo 

los compromisos hechos en los acuerdos, incluyendo este acuerdo de 

arbitraje. Terra hizo esas representaciones de poder y autoridad en el 

contexto específico de la estructura operativa matriz-subsidiaria 

completamente revelada y completamente articulada de sus negocios 

multinacionales. 

 

123. Luego Terra presentó sus quejas por el Rechazo de Torres en contra de 

PPT/AMLQ como Contrademandas de derivadas de los Accionistas en 

este arbitraje en 2021 y presentó evidencia escrita para respaldar dichas 

quejas por parte de los Directores Demandantes, quienes los 

Demandados ahora alegan que son agentes libres insubordinados. Un 

laudo que emitimos en 2022, ahora ejecutado como una Sentencia en 

el Distrito Sur de Nueva York, requiere la venta de la Sociedad. Y los 

Demandados, en lugar de cooperar en ponerla a la venta y enfocar los 
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esfuerzos para maximizar el precio, ofrecen explicaciones de por qué no 

tienen el poder, o que se les debería eximir de ejercer el poder que 

tienen, para forzar a los FACCs y a los Directores Demandantes a desistir 

de los Arbitrajes Extranjeros – cuya mera existencia podría enfriar el interés 

de inversionistas en la Sociedad. Dicha conducta es irracional. 

 

124. Un segundo laudo que emitimos en 2022, cuya ejecución (o 

revocación) es sub judice en el Distrito Sur de Nueva York, sancionó a los 

Demandados en parte suspendiendo el seguimiento a sus 

Contrademandas de Rechazo de Torres (y otras) hasta que cumplieran 

con nuestros laudos y órdenes. Los Arbitrajes Extranjeros, sean cuales sean 

sus posibilidades de cese anticipado, (i) constituyen un ataque colateral 

al segundo laudo, (ii) tienen más posibilidades de proceder con los 

méritos que las Contrademandas en este arbitraje, siempre que los 

Demandados se sigan rehusando a cumplir con las condiciones que 

establecimos para levantar la suspensión, y (iii) se arriesgan a ser la 

vanguardia de Arbitrajes Extranjeros adicionales en los otros seis países 

donde las Subsidiarias, dirigidas por Directores que le reportan al señor 

Hernández, operan los negocios locales de la Sociedad. 

 

125. Por lo tanto, simplifica demasiado asuntos, de forma poco 

convincente, para invocar, como lo hacen los Demandados, un principio 

general que solo por tener disputas paralelas en diferentes cortes no es 

base suficiente para una orden de no demandar. 

 

126. Los Demandados también argumentaron que los FACCs y los 

Directores Demandantes no son las mismas partes aquí involucradas y 

que eso es determinante en contra de una orden de no demandar bajo 

las normas federales de dichas órdenes. Según lo anotado en paras. 90-

97, hemos determinado guiarnos por la jurisprudencia de Nueva York 

sobre las órdenes para proteger los acuerdos de arbitraje, no las normas 

federales sobre órdenes de no demandar en general. Pero aun cuando 
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tomáramos en consideración dichas normas federales, no estaríamos de 

acuerdo en que llegan a la conclusión a la que los Demandados quieren 

que lleguemos.  Las partes reales en los Arbitrajes Extranjeros y en este 

Arbitraje son exactamente las mismas. Los FACCs, en los Arbitrajes 

Extranjeros, no tienen un interés económico diferente al de su sociedad 

matriz, la Sociedad, y los Directores Demandantes actúan en su calidad 

de representantes de la FACCs, por lo que sus intereses económicos 

personales son irrelevantes. Las indemnizaciones solicitadas en esos 

arbitrajes le pertenecen a la Sociedad y están bajo su pleno control, 

según el SHA – a menos que se ignore el SHA, uno de los riesgos morales 

y legales de los Arbitrajes Extranjeros. Así que las partes reales en Perú y 

Guatemala son la Sociedad, las Accionistas de la Sociedad y los 

accionistas que controlan esas Accionistas, es decir, exactamente las 

mismas partes que están ante nosotros en este caso. 

 

Conclusión 

127. En resumen y reiterando: No estamos de acuerdo con la conclusión 

de los Demandados que “todavía no estamos en ese punto”. Es una 

violación al pacto de buena fe y trato justo por parte de los Demandados 

promover la postura que mientras ellos están dispuestos, hasta cierto 

punto, a trabajar para el desistimiento de los Arbitrajes Extranjeros, 

reemplazando a los Directores Demandantes es un paso al que no están 

dispuestos, o incluso reacios, a tomar. Es una violación del Acuerdo de 

Accionistas, incluyendo su pacto de buena fe y trato justo que los 

Demandados afirmen que los Arbitrajes Extranjeros deberían poderse 

“desarrollar” (2 de febrero, 2023 Tr. en 109) por cualquier cantidad de 

tiempo. Hay una violación al pacto de buena fe y trato justo en la 

respuesta de los Demandados a los Arbitrajes Extranjeros, por su 

tolerancia a ellos, sobre si estuvieron o no involucrados en su origen. Así 

que estamos “ahí” hoy, y emitiremos un Laudo que requiere que los 
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Demandados desistan de los Arbitrajes Extranjeros y prevenir nuevos, y 

que asuman riesgos financieros si no cumplen17. 

 

LAUDO 

a. Los Demandados darán por terminados los Arbitrajes Extranjeros 

dentro de los 10 días siguientes a este Laudo. 

 

b. Los Demandados notificarán y presentarán suficiente evidencia a 

este Tribunal de la terminación de los Arbitrajes Extranjeros no 

después del primer día hábil siguiente al décimo día de la emisión 

de este Laudo. 

 

c. Los Demandados evitarán el inicio de cualquier Arbitraje 

Extranjero u otros procesos legales similares que involucren todos o 

cualquiera de los asuntos de las contrademandas de los 

Demandados en este arbitraje (según lo estipulado en la 

Contestación y Contrademandas de los Demandados de fecha 

19 de febrero, 2021). 

 

 
17 El Tribunal consideró cuidadosamente las propuestas de compensación de las Partes y 
sus comentarios escritos sobre las compensaciones como fueron redactadas por el Tribunal. 
(El último fue recibido en respuesta a nuestra invitación a comentar sobre el borrador que 
compartimos). 
 
No aplicaremos compensaciones a personas que no son parte del arbitraje, mientras no 
expresamos opinión sobre si algunas personas propuestas por PPT/AMLQ para que 
estuvieran dentro del ámbito de compensación se volvieran parte del mismo. 
 
No aplica el FRCP 65 ante este Tribunal; para nosotros, en este caso, el alcance de la 
medida cautelar arbitral admisible en un Laudo se establece en El Reglamento Comercial 
de la AAA R-37, conjuntamente con la Norma R-47(a). 
 
Creemos que las propuestas de las Partes para las medidas cautelares son 
innecesariamente específicas, así como más susceptibles de potenciales retrasos u otras 
evasiones o, por el contrario, resulten ser menos efectivas – desde las perspectivas de 
cumplimiento y ejecución – que las que nosotros otorgamos. Hemos considerado 
cuidadosamente las afirmaciones de los Demandados sobre los supuestos límites de sus 
capacidades en relación a la terminación de los Arbitrajes Extranjeros existentes y la 
prevención de nuevos arbitrajes y encontramos que no tienen mérito. 
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d. Mientras que el Tribunal ha determinado que los Demandados 

tienen plena capacidad para desistir de los Arbitrajes Extranjeros y 

evitar el inicio de Arbitrajes Extranjeros o procesos adicionales 

similares, no presentarán en ningún foro, como excusa para no 

cumplir con este Laudo, que sus esfuerzos para desistir de los 

Arbitrajes Extranjeros o prevenir el inicio de otros Arbitrajes 

Extranjeros o procesos similares eran adecuados, pero sin éxito. 

 

e. Los Demandados pagarán los honorarios legales y los honorarios 

de los expertos, y los gastos relacionados, de PPT/AMLQ y la 

Sociedad en los Arbitrajes Extranjeros pendientes y cualesquiera 

nuevos Arbitrajes Extranjeros o procesos, de forma inmediata 

contra la presentación de facturas y los Demandados 

indemnizarán y eximirán de toda responsabilidad a la Sociedad y 

PPT/AMLQ (según aquí se define) contra cualesquier y todos los 

daños, responsabilidades, laudos, sentencias, costas y gastos que 

puedan resultar de su participación en los Arbitrajes Extranjeros 

pendientes y cualesquiera nuevos Arbitrajes Extranjeros o 

procesos. 

 

f. Si los Demandados no cumplen con lo requerido en los párrafos 1 

y 2 anteriores dentro de los 15 días siguientes a la fecha de este 

Laudo, entonces en el 15º día los Demandados depositarán en 

una cuenta de garantía, según los términos aceptables para los 

Demandados, como garantía del cumplimiento de las 

obligaciones de indemnización impuestas en el párrafo 5, un 

monto igual a la mitad de la indemnización pecuniaria solicitada 

en los Arbitrajes Extranjeros: US$41,416,371.17. 

 

g. Si se presenta cualquier Arbitraje Extranjero o proceso incluido en 

el párrafo 3, los Demandados realizarán depósitos adicionales a la 

cuenta de garantía equivalentes a la mitad de la indemnización 
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máxima solicitada. Si no existe una referencia de suma o rango 

específico para la indemnización, el depósito adicional para 

cualquier Arbitraje Extranjero o proceso será de $10 millones. 

 

h. Los términos de la garantía establecerán la liberación de los 

fondos a los Demandados, de forma total o parcial, contra la 

prueba satisfactoria para los Demandantes del desistimiento 

del(los) Arbitraje(s) Extranjero(s) o proceso(s) asociado(s) con una 

parte determinada de la garantía. 

 

i. Se les concederá a PPT/AMLQ las costas judiciales y los costos de 

arbitraje razonables de esta Solicitud. Pronto se emitirá la Orden 

Judicial sobre las propuestas que se deban hacer en relación a las 

costas concedidas, la que se emitirá en un próximo Laudo Final 

Parcial. 

 

Nosotros, LOS INFRASCRITOS ÁRBITROS, certificamos, para los fines del Artículo III de 

la Convención sobre el Reconocimiento y Ejecución de Sentencias Arbitrales de las 

Naciones Unidas, concluida el 10 de junio, 1958, y el Artículo 4 de la Convención 

Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional, concluida el 30 de enero, 

1975, que este Tercer Laudo Final Parcial fue emitido en Nueva York, Nueva York, 

Estados Unidos. 

 

 

22 de febrero, 2023     (firma ilegible) 

Fecha     Marc J. Goldstein, Presidente 

 

22 de febrero, 2023     (firma ilegible) 

Fecha     Mélida N. Hodgson, Árbitro 

 

22 de febrero, 2023     (firma ilegible) 

Fecha     Richard F. Ziegler, Árbitro 
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Yo, Marc J. Goldstein, Presidente, declaro bajo juramento como Árbitro que soy la 

persona aquí descrita y quien ejecutó el instrumento anterior, consistente en el 

Tercer Laudo Final Parcial. 

 

22 de febrero, 2023     (firma ilegible) 

Fecha     Marc J. Goldstein, Presidente 

 

Yo, Mélida N. Hodgson, declaro bajo juramento como Árbitro que soy la persona 

aquí descrita y quien ejecutó el instrumento anterior, consistente en el Tercer Laudo 

Final Parcial. 

 

22 de febrero, 2023     (firma ilegible) 

Fecha     Marc J. Goldstein, Presidente 

 

Yo, Richard F. Ziegler declaro bajo juramento como Árbitro que soy la persona aquí 

descrita y quien ejecutó el instrumento anterior, consistente en el Tercer Laudo Final 

Parcial. 

 

22 de febrero, 2023     (firma ilegible) 

Fecha     Marc J. Goldstein, Presidente 


